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Prólogo
El Producto Interior Bruto (PIB) es un indicador de la actividad económica que se 
viene utilizando desde hace muchos años para estimar la producción y las rentas 
generadas en un país o región. Sin embargo, este medidor no tiene en cuenta otras 
cuestiones relevantes para el bienestar de las personas, como la salud, la educa-
ción, la distribución de los ingresos y la riqueza, o el medio ambiente. Tampoco 
contempla, entre otras cosas, las actividades productivas no remuneradas que se 
desarrollan en los hogares, como su mantenimiento o el cuidado a las personas.

Por lo tanto, podemos decir que el PIB es un indicador objetivo de los resultados 
económicos de un país, pero no lo es tanto como indicador de su nivel de bienestar, 
concepto más amplio y difícil de determinar que requiere la elaboración de indi-
cadores sintéticos para su estimación o, alternativamente, la utilización de otros 
datos estadísticos oficiales de las Cuentas Nacionales basados en el consumo y no 
en la producción.    

Existen iniciativas internacionales para tratar de comparar el bienestar de los paí-
ses. En concreto, la OCDE lleva más de 10 años trabajando en un índice de bienestar 
en el que se incluyen temas redistributivos y el impacto del medio ambiente. El ob-
jetivo que persigue, que llaman «el crecimiento incluyente», se basa en establecer 
indicadores complementarios que permitan capturar los intangibles que generan 
confianza y bienestar en la ciudadanía. Parámetros tales como los ingresos dispo-
nibles, el acceso a la educación, la salud, las infraestructuras, la certidumbre en el 
trabajo o el empleo de calidad, entre otras variables.

En concreto en este informe se hacen algunas reflexiones sobre estas cuestiones 
y se proponen medidas para complementar el PIB con la finalidad de desarrollar 
una mejor medición del bienestar en relación con dos retos actuales importantes 
en nuestra sociedad: la desigualdad y el cambio climático. Con respecto al primero, 
en el informe se propone incorporar indicadores macroeconómicos más precisos y 
frecuentes que tengan en consideración cómo se distribuye el crecimiento econó-
mico y la riqueza que permita la toma de decisiones de política económica. Y con 
respecto al segundo, se propone la realización de estadísticas medioambientales 
con estándares internacionales y coberturas más extensas y frecuentes que pue-
dan analizar el impacto de las actividades productivas actuales en nuestros activos 
naturales.   
 
La dirección de este trabajo la ha llevado a cabo Bernardino León que ha coordinado 
a un equipo de analistas del Future Policy Lab. A todos los que han participado en 
este estudio quiero felicitarles por el buen trabajo hecho y por su compromiso para 
concluir esta iniciativa.

Lola Solana
Presidenta de la Fundación del Instituto Español de Analistas
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Resumen ejecutivo 
Los medidores –económicos o de cualquier índole– son herramientas que no solo 
nos permiten calcular la realidad, sino que además la constituyen. Debido a esto, 
debemos revisar lo que los medidores presuponen, así como sus puntos ciegos. Du-
rante décadas, el PIB ha sido el principal indicador de la situación económica, pero 
sus limitaciones se han hecho cada vez más evidentes. A medida que las economías 
se han vuelto más complejas y diversificadas, el PIB se ha vuelto menos útil para 
captar toda la gama de actividades económicas que tienen lugar en una sociedad. 
No tiene en cuenta el trabajo no remunerado, el impacto medioambiental de la ac-
tividad económica o la distribución de la renta y la desigualdad, factores significa-
tivos en el bienestar económico. Por ende, el crecimiento del PIB por sí solo no se 
traduce necesariamente en una mejora del nivel de vida o del bienestar de la mayo-
ría de la población, y, de hecho, no lo ha hecho en las últimas décadas. 

Bajo este prisma, es crucial complementar el PIB con otras medidas que reflejen es-
tos factores. En este informe se examinan las limitaciones del PIB en relación con 
los dos retos más apremiantes a los que se enfrentan nuestras sociedades: el au-
mento de la desigualdad y el cambio climático. 

En referencia a la 
desigualdad:

En España, el cambio hacia un paradigma de creci-
miento desigualmente distribuido se produjo con la 
entrada en el siglo XXI, según se observa en la si-
guiente figura, que muestra un crecimiento ligera-
mente superior para los percentiles más bajos y un 
fuerte crecimiento para los grupos más privilegia-
dos económicamente. Analizando el crecimiento 
por percentil de ingreso en dos períodos (de 1980 al 
año 2000 y del 2000 al 2018), observamos un claro 
cambio de tendencia.
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Tasa media de crecimiento anual del 
ingreso bruto por percentil de in-
gresos (1980-2000) 

Desde el año 1980 al 2000, en Espa-
ña, todos los percentiles de la distri-
bución disfrutaron de un crecimiento 
medio positivo debido a una serie de 
tendencias y políticas económicas, 
manteniendo los niveles de desigual-
dad constantes y favoreciendo enor-
memente el ascenso social. En este 
tipo de economía, el uso del PIB como 
indicador del desempeño económico 
era más relevante y daba una visión 
de conjunto cercana a la realidad.

Tasa media de crecimiento anual del 
ingreso bruto por percentil de in-
gresos (2000-2018)

Desde el año 2000, se observa que 
la economía española ha transitado 
hacia un nuevo paradigma de creci-
miento desigualmente distribuido, 
en el que los grupos de muy altos in-
gresos se benefician de un fuerte cre-
cimiento económico, mientras que la 
mayoría de la población experimenta 
un crecimiento mucho más modera-
do. Este período se caracteriza por un 
aumento de la desigualdad de ingreso 
más pronunciado, en parte debido a la 
crisis financiera global y las políticas 
de austeridad. Como consecuencia, 
actualmente hay una alta concentra-
ción de ingreso y riqueza en el país, y 
el efecto redistributivo del estado del 
bienestar es muy limitado.
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En relación con la 
disponibilidad de datos de 
calidad:

Proponemos ampliar y facilitar el acceso directo y seguro a los microdatos 
administrativos, tal y como se exige a los funcionarios públicos que tra-
bajan con estos registros. Estudiamos el ejemplo de la Oficina Central de 
Estadísticas de Suecia, que coordina la recogida de datos administrativos 
y los pone a disposición de la comunidad investigadora. En España, esto 
nos situaría a la vanguardia de la investigación en ciencias sociales y ayu-
daría a los Gobiernos a tomar mejores decisiones basadas en pruebas más 
robustas. Se destaca la importancia de usar datos administrativos en la 
metodología «Real-Time Inequality» para tener una visión más precisa, 
mes a mes, de cómo y quién se ve beneficiado o perjudicado por el creci-
miento económico.

La propuesta principal del informe consiste en com-
plementar el PIB con la medición del crecimiento 
económico desigual a través del índice «Real-Ti-
me Inequality». Una de las limitaciones actuales 
es la falta de información en tiempo real sobre la 
distribución de la renta, ya que los mejores datos se 
publican anualmente. Aunque sabemos cómo evo-
luciona el PIB trimestralmente, desconocemos qué 
grupos sociales se benefician de este crecimiento y 
cuáles salen perjudicados. Por tanto, se propone in-
corporar indicadores macroeconómicos más preci-
sos y frecuentes que tengan en cuenta la desigual-
dad económica. Un proyecto innovador presentado 
por economistas de la Universidad de California, 
Berkeley,  busca solucionar este problema y propor-
ciona las primeras estadísticas de alta frecuencia1 
sobre cómo se distribuye el crecimiento de la ren-
ta y de la riqueza. La metodología desarrollada por 
los autores combina la información contenida en 
fuentes públicas de datos de alta frecuencia en un 
marco unificado que permite estimar el crecimien-

to económico por grupos de renta, raza y género de 
manera coherente con las cuentas nacionales (PIB) 
y hacer un seguimiento en tiempo real (cada mes) de 
la repercusión distributiva de la políticas pública en 
cada fase del ciclo económico.

Estas estadísticas de crecimiento distributivo en 
tiempo real podrían desempeñar un papel funda-
mental a la hora de orientar las medidas de estabili-
zación en períodos de crisis y, en general, permitir el 
diseño de una política pública más efectiva para ate-
nuar la desigualdad económica. Además, estas nue-
vas estadísticas podrían usarse para analizar si las 
medidas adoptadas consiguen ayudar a los grupos 
que más pierden durante los ciclos recesivos. De la 
misma manera, podrían contribuir a garantizar que 
los grupos de bajos ingresos también se beneficien 
de un crecimiento económico positivo para lograr 
que el crecimiento durante las fases expansivas del 
ciclo sea inclusivo.
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En relación con el cambio climático:
Analizamos las experiencias de China y Noruega en la creación de un PIB verde, que inten-
tó complementar el PIB tradicional con factores naturales y de sostenibilidad. Ambos países 
encontraron dificultades técnicas y políticas, lo que sugiere la idoneidad de fijar índices com-
plementarios al PIB que muestren los activos verdes del país y el crecimiento que facilitan, en 
lugar de agregar todas estas medidas en un solo índice. 

Proponemos la necesidad de complementar el PIB tradicional con métricas ambientales para 
hacer un seguimiento del impacto de la actividad económica sobre los ecosistemas y los ser-
vicios que derivan de ellos. Aunque el PIB verde tiene limitaciones en su aplicación, existen 
aproximaciones, como las cuentas satélite ambientales y el cálculo del capital natural, que 
pueden proporcionar información más precisa y fiable. En este sentido, proponemos aplicar 
el SEEA-EA (System of Environmental-Economic Accounting - Ecosystem Accounting), una 
extensión del SEEA que permite contabilizar los ecosistemas y puede complementar al PIB 
tradicional con información análoga a la del PIB verde, pero sin los problemas de cálculo aso-
ciados a este último. El SEEA-EA ofrece un sistema contable, clave para instaurar una política 
pública que preserve el medio ambiente y la biodiversidad.

Sugerimos ahondar en la necesidad de calcular el capital natural de un país, que es la tasación 
de los activos naturales en su capacidad de proveer recursos y servicios productivos. Aunque 
tiene desafíos en términos de precisión localizada en ecosistemas, puede servir para carac-
terizar el tamaño de los sectores naturales y su valor. 

Proponemos profundizar en las prácticas de etiquetado climático presupuestario para cua-
lificar las partidas de gasto público con el fin de visibilizar los efectos del cambio climático y 
dotar de un carácter verde a las medidas que se tomen. España ha realizado su primer ejer-
cicio de presupuestación verde para los Presupuestos Generales del Estado de 2023, desti-
nando un 30,65% a la transición energética y la lucha contra el cambio climático. Incluir eti-
quetas climáticas permite orientar un marco de acción verde para aplicar una política pública 
más eficiente y evaluarla desde la dimensión presupuestaria. Además, esta medida facilita la 
integración de objetivos de defensa de la biodiversidad y transición energética en el sector 
privado.

Finalmente, igual que con lo relativo a la desigualdad, planteamos la necesidad de mejo-
rar las estadísticas ambientales en España para cubrir de forma más completa los recursos 
pertenecientes a ecosistemas concretos, los activos naturales disponibles y sus actividades 
económicas asociadas. El INE ha dado pasos hacia la integración de más cuentas «verdes», 
pero aún hay mucho por hacer, como ampliar la frecuencia de actualización de estas cuen-
tas o ajustar los cálculos para cubrir aspectos propios de cada ecosistema y características 
medioambientales vinculadas a la actividad económica española. Para ello, se sugiere me-
jorar las capacidades del INE en estadísticas medioambientales, instaurar pruebas piloto y 
aplicar estándares internacionales a este tipo de medidas. Por otra parte, se propone fijar 
indicadores sistemáticos y prácticas de etiquetado climático presupuestario, que permitan 
priorizar gastos en política climática y dar proyección a estas cuentas para integrarlas en la 
toma de decisiones.
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Los puntos ciegos del 
Producto Interior Bruto
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Los indicadores económicos son herramientas esen-
ciales para medir el bienestar de la economía de un 
país. Informan a los responsables políticos y a la so-
ciedad civil sobre el crecimiento económico, las tasas 
de empleo, la inflación y otras variables económicas 
críticas. Estos indicadores permiten orientar las polí-
ticas, intervienen en la opinión pública e influyen, por 
tanto, en decisiones que afectan a individuos, comu-
nidades y países enteros. Es por ello que la articulación 
de indicadores económicos que recojan de forma pre-
cisa, fiable y completa todas las variables de interés es 
esencial.  

Si bien el Producto Interior Bruto (PIB) ha sido el prin-
cipal indicador económico durante décadas, ha de-
mostrado no poder captar toda la gama de actividades 
económicas que tienen lugar en una sociedad, proba-
blemente resultado de la creciente complejización y 
diversificación de las economías. Como consecuencia, 
ya no responde a los estándares de un indicador efi-
ciente al servicio de la política pública. En este sentido, 
entre las limitaciones tradicionales del PIB cabe des-
tacar las siguientes:

— El PIB no mide la riqueza nacional, sino la renta na-
cional. 
— El PIB no mide la producción nacional, mide el valor 
de la producción interior.
— El PIB no mide lo producido fuera de mercado: ni la 
economía informal, ni la producción para autoconsu-
mo, ni las externalidades, entre otras.
— El PIB no mide la mejora de la calidad de los bienes 
y servicios producidos, salvo que esta tenga un reflejo 
en su precio. Un ejemplo de esto sería la mejora del es-
tado del bienestar: mejores servicios públicos, a igual 
coste, no aumenta el PIB.

Este tipo de limitaciones son recurrentes en los indica-
dores en el ámbito de las ciencias sociales, más todavía 
si tienen vocación de ser sintéticos. En el caso del PIB, 
entorno al cual se articulan mediciones como la del 
«bienestar material» o el «progreso económico», 
es especialmente importante abordarlas, y ya se hace 
complementándolo a través de macromagnitudes 
(variantes del PIB) como lo son el producto nacional 
bruto o el producto nacional neto. Sin embargo, aquí 
queremos destacar dos limitaciones ligadas a dos de 
los principales desafíos socioeconómicos del siglo XXI: 
la desigualdad y el cambio climático. Estas limitacio-

nes son especialmente relevantes a la hora de elaborar 
políticas públicas,  y también para la evaluación de la 
situación económica de un país por parte de agentes 
privados. 

Desde el prisma de la desigualdad, como primera cues-
tión cabe destacar que el PIB no tiene en cuenta el tra-
bajo no remunerado, como por ejemplo el doméstico 
y el voluntario, si bien constituye una parte sustancial 
de la economía. Además, tampoco captura la distribu-
ción de la renta o la desigualdad, aunque sean factores 
significativos para el bienestar económico. Por lo tan-
to, bajo la noción actual del indicador del PIB, su creci-
miento no tiene por qué traducirse en una mejora del 
nivel de vida o bienestar de la mayoría de la población. 
Esto es: el crecimiento del PIB no implica per se que 
toda la población mejore económicamente. 

A nivel climático, el PIB no capta el impacto medioam-
biental de la actividad económica, como las emisiones 
de carbono o el agotamiento de los recursos naturales. 
Por ejemplo, la protección medioambiental de nues-
tras playas, bosques y montañas puede tener un im-
pacto positivo en el PIB si se traduce en ingresos por 
turismo, pero el PIB en sí no tiene en cuenta la impor-
tancia de preservar el medioambiente para mantener 
la calidad de vida de nuestras sociedades. 

Como consecuencia de estas limitaciones, altos nive-
les de crecimiento del PIB pueden convivir con des-
igualdad, pobreza y degradación ambiental. Por ello, 
es crucial complementar el PIB con otras medidas que 
reflejen estos factores, algo que no ha pasado desa-
percibido para responsables políticos, economistas y 
otros académicos.  Así, parece haber cierto consenso 
sobre la necesidad de un conjunto más completo de 
indicadores económicos para medir el progreso con 
precisión y orientar las decisiones políticas. Bajo este 
marco, el presente informe pone el foco en cómo com-
plementar el PIB con aproximaciones metodológicas 
que permitan hacer frente a dos de los retos más acu-
ciantes de nuestras sociedades, como lo son la des-
igualdad y el cambio climático.
 
PIB y desigualdad: cómo medir quienes crecen 

Aunque el PIB puede proporcionar una instantánea útil 
de la actividad económica de un país, no capta ade-
cuadamente cómo esta se distribuye entre los distin-
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tos segmentos de la población. En concreto, el PIB no 
se desglosa por deciles de renta, lo que significa que 
no refleja quién se beneficia más del crecimiento eco-
nómico. Como resultado, un PIB creciente puede, pa-
radójicamente, llevar consigo una desigualdad igual-
mente creciente, en la que los ricos se hacen más ricos 
y los pobres más pobres. Esta ha sido una tendencia en 
muchos países occidentales desde la década de 1970,  
donde se observa un espectacular aumento de la des-
igualdad de ingresos y riqueza.  En Estados Unidos, por 
ejemplo, los ingresos del 1% más rico han aumentado 
un 275% desde los años 70, mientras que los del 50% 
de los que menos ganan prácticamente no han creci-
do. Esta tendencia se repite en muchos otros países 
occidentales, donde es evidente que el crecimiento del 
PIB no ha beneficiado por igual a todos los sectores so-
ciales. 

Al no desglosar por deciles de renta, el PIB enmasca-
ra estas desigualdades, lo que puede llevar a supo-
siciones erróneas sobre el estado de la economía y el 
bienestar de sus ciudadanos. Por lo tanto, es crucial 
captar el impacto distributivo del crecimiento econó-
mico, especialmente en el contexto del aumento de 
la desigualdad de ingresos y riqueza. Para ello, se han 
desarrollado métricas que captan este aspecto, como 
el coeficiente de Gini o la proporción entre la renta del 
20% más rico y la del 20% más pobre. Gracias a estas 
medidas, los responsables políticos disponen de la in-
formación adicional necesaria para poner en marcha 
iniciativas que permitan reducir las desigualdades y 
favorecer la movilidad social. 

PIB y cambio climático: hacia una medición del coste 
ecológico del crecimiento

Otro de los puntos ciegos más significativos del PIB es 
su incapacidad para reflejar el coste climático del cre-
cimiento económico. Con la imperante crisis climática, 
esta omisión puede resultar en consecuencias críticas 
para el planeta.El PIB mide el l valor de los bienes y ser-
vicios producidos dentro de las fronteras de un país en 
términos puramente económicos, de modo que puede 
dar una versión distorsionada del crecimiento de un 
país, puesto que no contempla el coste ecológico de 
los mismos. 

A medida que los países crecen económicamente, 
consumen más energía y emiten más gases de efec-

to invernadero. Esto conduce a un círculo vicioso en 
el que el crecimiento económico motivado por cier-
tas actividades contaminantes han tendido a acelerar 
el cambio climático, que, a su vez, tiene graves con-
secuencias económicas. De este modo, vemos cómo 
los fenómenos meteorológicos anómalos aumentan 
su frecuencia, así como sube el nivel del mar o se ex-
pande la escasez de alimentos, y todo ello repercute 
de vuelta en la economía. Para evitar una priorización 
del crecimiento económico a expensas del planeta, en 
la que preponderen las ganancias económicas a corto 
plazo sobre los costes ecológicos a largo plazo, deben 
desarrollarse enfoques metodológicos que permitan 
estimar adecuadamente las consecuencias climáticas 
de las actividades económicas de cada país. Del mismo 
modo, debe abogarse por la incorporación de dichos 
indicadores al diseño de la política pública, con el fin de 
dar lugar a políticas económicas sostenibles, basadas 
en una comprensión más matizada y precisa del cre-
cimiento económico y que prioricen la sostenibilidad 
medioambiental. 

El Producto Interior Bruto en el Sistema de Cuentas Na-
cional

El Sistema de Cuentas Nacionales (SCN) es la metodo-
logía estadística armonizada que tiene como propósi-
to dar transparencia al estado de la economía nacio-
nal. Al sistematizar su recolección, el SCN provee a las 
partes interesadas información sobre el estado de la 
economía. Este ejercicio permite desagregar e identi-
ficar los potenciales problemas, tales como desequi-
librios fiscales o problemas en la balanza de pagos. La 
información obtenida puede entonces ser integrada 
por las diferentes partes interesadas de la sociedad 
en su toma de decisiones a la hora de invertir, diseñar 
políticas públicas o hacer ajustes económicos. En el 
contexto internacional, debido a que se emplean me-
todologías equivalentes en otros países, nos permite 
comparar estas métricas con las de nuestros países 
vecinos. 

En el centro del SCN se encuentra la medida del mar-
char económico por excelencia, el Producto Interior 
Bruto. Esta métrica surge de la necesidad de contabili-
zar las capacidades productivas de un país y se funda-
menta en identificar, desde un punto de vista macro-
económico y agregado, diferentes variables que dan 
valor añadido a la economía nacional. De este modo, 
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mide el valor monetario de todos los bienes y servicios 
finales producidos dentro de un país en un período de 
tiempo determinado. Por lo general, se mide suman-
do los gastos de consumo personal de un país (pagos 
de bienes y servicios por parte de los hogares), gastos 
gubernamentales (como el gasto público en la provi-
sión de bienes y servicios, e infraestructura, o pagos 
de deuda), exportaciones netas (el valor de las expor-
taciones de un país menos el valor de las importacio-
nes) y la formación neta de capital (el aumento en el 
valor del stock total de bienes de capital monetizados 
de una nación). Además, se estima para un periodo de 
tiempo de un año, lo que permite ver y comparar el 
crecimiento interanual. 

Las limitaciones del PIB se han hecho cada vez más 
evidentes en los últimos años, y muchos académicos 
y responsables políticos reclaman el desarrollo de me-
didas complementarias que proporcionen una mejor 
comprensión de la actividad económica. Como hemos 
visto, el PIB tiene importantes puntos ciegos, como 
su incapacidad para captar los efectos distributivos 
del crecimiento o los costes medioambientales de la 
actividad económica. En este contexto, es esencial 
desarrollar indicadores complementarios que pue-
dan ofrecer una visión más completa de la actividad 
económica, que tenga en cuenta el contexto social y 
medioambiental más amplio.

A tal efecto, este informe busca proponer medidas que 
vayan más allá de la información proporcionada por 
el Producto Interior Bruto (PIB), y que lo complemen-
ten. Esto permitiría obtener una visión completa de la 
actividad económica, respaldada por una gama más 
amplia de variables que van desde la distribución de la 
renta hasta la sostenibilidad medioambiental. Estos 
nuevos indicadores son fundamentales para una toma 
de decisiones políticas informadas que den prioridad 
al bienestar a largo plazo, tanto de las personas como 
del planeta, y pueden ser también de interés para pe-
riodistas, académicos y otros actores sociales.

Proponemos introducir la metodología del proyecto 
«Real-Time Inequality», que proporcionaría estadís-
ticas de alta frecuencia sobre la distribución del creci-
miento de la renta y de la riqueza. Esto permitiría hacer 
un seguimiento en tiempo real de la repercusión dis-
tributiva de las políticas públicas en cada fase del ciclo 

económico y orientar las políticas de estabilización en 
períodos de crisis para lograr un crecimiento inclusivo. 
Asimismo, también se sugiere incluir indicadores que 
complementen la medición del crecimiento económi-
co y reflejen mejor la realidad social y ambiental. Para 
medir la desigualdad, se plantea usar el Índice de Po-
breza Multidimensional (IPM) y el Índice de Desarro-
llo Humano (IDH), que consideran dimensiones como 
la salud, la educación y la exclusión social. Además, se 
propone adoptar el Índice de Progreso Genuino (IPG), 
que tiene en cuenta aspectos más amplios del bienes-
tar humano, como la sostenibilidad ambiental.

Por otro lado, también se enumeran algunos indica-
dores que  sirvan para reflejar el coste climático del 
crecimiento económico, y se proponen medidas para 
mejorar la medición estadística de estos impactos 
ambientales. Se sugiere mejorar las capacidades del 
Instituto Nacional de Estadística (INE) para elaborar 
cuentas medioambientales y promover experiencias 
piloto de medición  con el fin de fijar estándares in-
ternacionales en este ámbito. Además, se propone la 
creación de prácticas de Etiquetado Climático Presu-
puestario para priorizar los gastos en políticas climá-
ticas más efectivas y vincularlas a un impacto cuanti-
ficable.
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02PIB y 
desigualdad:
¿Cómo medir quienes 
crecen?
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En una época en la que una de las grandes causas del 
malestar social es la creciente desigualdad económi-
ca2 ,3 , la manera convencional de medir el PIB no cap-
tura la realidad sobre la distribución del ingreso y la ri-
queza. Esto se debe principalmente a dos motivos: 

En primer lugar, el objetivo fundacional del PIB no era 
tener en cuenta la desigualdad, sino servir como he-
rramienta de medida de la producción económica de 
Estados Unidos. Este indicador fue concebido por el 
economista Simon Kuznets4 y, durante la Conferencia 
de Bretton Woods (1944),  se validó como el principal 
indicador económico pese a no tener en cuenta aspec-
tos fundamentales para medir el bienestar de un país 
como la salud, la educación, la distribución del ingreso 
y la riqueza, el medio ambiente, la seguridad o la fe-
licidad. Desde entonces, ha sido considerado como la 
medida más ampliamente aceptada del progreso eco-
nómico de un país5.

En segundo lugar, durante buena parte del período de 
posguerra no había una necesidad estrictamente em-
pírica que motivase un enfoque distributivo del cálculo 
del PIB. En la economía de los treinta gloriosos (1950-
1980), analizar la evolución del PIB como medidor del 
éxito económico de un país y de la calidad de vida de 
sus habitantes podía ser apropiado, ya que la tasa de 
crecimiento del PIB per cápita era muy similar a lo lar-
go de todos los niveles de renta. Esto quedó respal-
dado con el trabajo empírico llevado a cabo por Saez 
y Zucman (2019) con datos de Estados Unidos. En él, 
se demostraba una tasa media de crecimiento anual 
del PIB del 2% entre 1946 y 1980. Al observar la misma 
medida por niveles de ingreso, se constató que cada 
uno de ellos experimentó una tasa de crecimiento si-
milar a la general, cercana al 2%. La única excepción 
se encontraba en los percentiles más ricos, cuyo cre-
cimiento fue algo menor. Por lo tanto, en aquel mo-
mento, el crecimiento del PIB per cápita en sí mismo 
era una buena referencia del desempeño económico 
de la inmensa mayoría de la sociedad. Es por ello que 
la investigación académica en economía durante este 
período se caracteriza por el triunfo de los llamados 
modelos macroeconómicos de agente representativo, 
es decir, modelos en los que el agente típico represen-
taría el bienestar de la inmensa mayoría de actores en 
la sociedad.

En cambio, los mismos autores señalan que, desde 
1980 hasta el año 2018, en Estados Unidos las tasas de 
crecimiento del PIB per cápita han sido muy diferentes 
a lo largo de la distribución de la renta. Mientras que el 
50% más pobre ha experimentado una tasa de creci-
miento de menos del 1%, los individuos situados en el 
percentil más rico han visto aumentar su ingreso en un 
3%, llegando a ser este porcentaje de un 5% para la éli-
te económica (0,001% más rico). Según este trabajo, 
ha habido un cambio de paradigma en la dinámica del 
crecimiento económico: se ha pasado de una econo-
mía donde el crecimiento macroeconómico era similar 
a lo largo de la distribución a una realidad económica 
donde este crecimiento está desigualmente repartido. 
Este cambio de tendencia ha sido uno de los principa-
les motivos del continuo aumento de la desigualdad de 
ingreso y de riqueza, así como del deterioro del ascen-
sor social observado durante las últimas cuatro déca-
das6. 

Debido a que, por una parte, el PIB no buscaba medir 
la desigualdad y, por otra, el crecimiento económico 
ha sido cada vez menos inclusivo, el PIB captura cada 
vez menos la realidad de aquellos en situaciones más 
vulnerables en las economías occidentales. Bajo este 
marco, cabe preguntarse por la evolución de este fe-
nómeno en España, así como por las posibles solucio-
nes que podrían proponerse para complementar las 
métricas actuales.
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Un repaso distributivo al crecimiento 
económico en España desde la transición
En España, debido al modelo económico imperante 
durante la dictadura franquista, este cambio de para-
digma tuvo lugar después de la llegada de la democra-
cia. Para tomar una perspectiva distributiva general 
del crecimiento económico en nuestro país duran-
te los últimos 40 años, en la Figura 1.1 se muestra la 
tasa media de crecimiento anual del ingreso bruto en 
cada uno de los percentiles de ingresos7 entre 1980 y 
20188, a partir de los microdatos de ingreso del World 
Inequality Lab (Paris School of Economics)9. En ella se 
observa que los percentiles más bajos han tenido un 
crecimiento ligeramente superior al crecimiento ma-
croeconómico medio del periodo (visible en la figura 
con una línea horizontal continua en torno al 1,31%).  

Además, la gran mayoría de la distribución ha expe-
rimentado un crecimiento muy parecido a la media, 
especialmente en la parte central de la misma. En 
cualquier caso, es significativo cómo los grandes be-
neficiados del crecimiento económico en este período 
han sido los grupos más privilegiados económicamen-
te, como el 0,01% más rico (que cuenta aproximada-
mente con tan solo 3.800 personas), que casi ha tri-
plicado el crecimiento económico experimentado por 
la gran mayoría de la sociedad. 
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Para entender este cambio en el tipo de crecimien-
to económico de nuestro país, desde un crecimiento 
equitativamente repartido a un crecimiento desigual, 
se lleva a cabo el mismo análisis de crecimiento por 
percentil de ingreso, pero separado en dos períodos: 
de 1980 al año 2000 (Figura 1.2) y del 2000 al 2018 
(Figura 1.3). Si nos fijamos en la Figura 1.2, vemos que, 
durante las últimas décadas del siglo XX, en España 
todos los percentiles de la distribución disfrutaron de 
un crecimiento medio positivo, desde los percenti-
les más bajos hasta el 0,001% más rico. Esto se debe 
principalmente al crecimiento sostenido impulsado 
por una serie de tendencias y políticas económicas, 
como son, entre otros factores, la modernización y 
mejora del sistema productivo o el reimpulso indus-
trial desde finales de los años 1970 y principios de los 
1980. Además, desde la entrada de España en la Co-

munidad Económica Europea (1986) y el proyecto de 
Unión Económica y Monetaria (1990-1999) también 
se produjo un aumento de la inversión extranjera y la 
internacionalización de la economía. A todo ello, se 
suma el boom inmobiliario experimentado durante la 
última década del siglo pasado10. Como consecuencia, 
el crecimiento económico equitativamente repartido 
mantuvo los niveles de desigualdad constantes du-
rante ese período y favoreció enormemente el ascen-
so social gracias a una fuerte expansión de las oportu-
nidades económicas. Por lo tanto, como sucedía en el 
caso estadounidense descrito anteriormente, en un 
tipo de economía como la española entre 1980 y el año 
2000, el uso del PIB como principal indicador del des-
empeño económico de la mayoría de ciudadanos, pese 
a ser imperfecto, era mucho más relevante y daba una 
visión de conjunto cercana a la realidad. 
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Sin embargo, tal y como se observa en la Figura 1.3, esa 
dinámica de crecimiento cambia significativamente 
en las dos primeras décadas del siglo XXI. Durante este 
período, vemos cómo la economía española transita 
hacia el nuevo paradigma de crecimiento desigual-
mente distribuido. Así, vemos que los grupos de muy 
altos ingresos se benefician de un fuerte crecimiento 
económico, llegando a tasas de más del 4% para los in-
dividuos más ricos del país (0,001% más rico), mien-
tras que la mayor parte de la población experimenta 
un crecimiento medio cercano al 1% (es decir, aproxi-
madamente 4 veces menor que el grupo más rico). 

Este período se caracteriza por un crecimiento gene-
ralizado mucho más moderado y por un aumento de la 
desigualdad de ingreso más pronunciado. En los últi-
mos veinte años, la economía española ha experimen-
tado un turbulento ciclo económico marcado por un 
boom íntimamente ligado al sector de la construcción, 
seguido de una gran recesión ligada a la crisis financie-
ra global. Esto produjo un aumento de la tasa de des-

empleo, que se duplicó en los años inmediatos a la cri-
sis, lo que profundizó las consecuencias negativas de 
esta. Además, las políticas de austeridad fiscal y dis-
minución de la financiación del estado de bienestar, el 
aumento de los precios inmobiliarios y la liberalización 
del mercado laboral han acentuado este incremen-
to de la desigualdad. La consecuencia de todos estos 
factores es el actual panorama de alta concentración 
del ingreso y la riqueza en nuestro país: la renta bru-
ta media al mes del 50% más pobre es de 1 100 euros, 
mientras que es de 6 500 euros para el decil superior y 
de aproximadamente 30 000 euros en el 1% más rico. 
Al mismo tiempo, el efecto redistributivo del estado de 
bienestar a la hora de reducir las desigualdades es muy 
limitado en España, ya que, por ejemplo, este tan solo 
aumenta la renta media del 50% más pobre en aproxi-
madamente unos 150 euros11.
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Una de las consecuencias más importantes que ha 
producido esta nueva tendencia macroeconómica de 
crecimiento desigualmente repartido, que tampoco se 
puede valorar analizando la evolución del PIB, es el de-
terioro del ascensor social en nuestro país, entendido 
como la facilidad relativa que tienen los hijos de fami-
lias humildes para acabar ascendiendo hacia niveles 
de renta superiores. Según el informe España 205012, 
desde la transición hasta el final del siglo pasado, el as-
censor social mejoró progresivamente: en los años 90 
casi la mitad de los hijos llegaron a una clase social más 
alta que la de sus padres. Sin embargo, desde la déca-
da de los 2000, se observa una disminución clara del 
número de hijos que consiguen ascender socialmen-
te en términos de renta. En un reciente documento de 
trabajo de la Paris School of Economics, Soria-Espín 
(2022)13 proporciona estimaciones sobre la movilidad 
intergeneracional en España para varios niveles geo-
gráficos. Basado en millones de datos administrativos, 
el trabajo ofrece una imagen detallada del estado ac-
tual del ascensor social, centrándose en los hijos na-
cidos en la década de 1980. Se observa el ingreso de 
los padres en 1998 y después el de los hijos cuando son 
adultos en 2016, teniendo estos una edad comprendi-
da entre los 30 y los 36 años.  

Una de las principales conclusiones de este estudio es 
la constatación de la baja probabilidad de que los hi-
jos provenientes de familias de bajos ingresos lleguen 
a la parte más alta de la distribución. En la Figura 1.4 
se muestra el quintil de ingresos alcanzados por los 
hijos en función del quintil de ingresos de los padres. 
El primer quintil corresponde al 20% más pobre de la 
distribución y el quinto quintil equivale al 20% más 
rico14. De nuevo, cuando hablamos de ascensor social, 
normalmente nos referimos a cómo de fácil es para 
hijos de familias pobres acabar siendo ricos. Esto es 
precisamente lo que nos indica el sector naranja de 
la primera columna: en nuestro país, de entre los in-
dividuos que crecen en familias del quintil más pobre, 
sólo un 12% escala hasta el quintil más rico cuando son 
adultos. En contrapartida, el sector naranja de la últi-
ma columna nos da una indicación de la ventaja de na-
cer en familias ricas: de entre los individuos que crecen 
en familias del quintil más rico, un 33% sigue estando 
en el quintil más rico cuando son adultos. Si nos cen-
tramos en la parte baja de la distribución, comparando 
los sectores rojos de la primera y de la quinta columna, 
vemos que es mucho más probable nacer en el quintil 

más pobre y permanecer en él (25%) que acabar sien-
do pobre naciendo rico (15%). 

En este sentido, si nos centramos en la posibilidad de 
llegar a la élite económica (definida como pertenecer 
al 1% más rico), vemos que está fuertemente con-
dicionada por el ingreso familiar de origen. La Figu-
ra 1.5 muestra el porcentaje de hijos que acaban en el 
1% más rico cuando son adultos, según el percentil de 
ingreso de los padres. La línea discontinua horizontal 
representa una referencia hipotética de una sociedad 
igualitaria en la cual todos los hijos de una generación 
determinada tienen la misma probabilidad de acabar 
en el 1% más rico, independientemente del ingreso de 
sus padres15. De esta manera, la figura nos permite ver 
la enorme facilidad relativa que tienen los hijos de los 
percentiles más elevados (en particular los que vienen 
del 1% más rico) para alcanzar la posición más alta de 
la distribución cuando son adultos.
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En morado se muestra el porcentaje de hijos de ho-
gares del 1% más rico que acaban estando en el 1% 
más rico ellos mismos. Este porcentaje es del 9,07% 
(pero debería ser un 1% en una sociedad igualitaria 
de referencia, como la descrita anteriormente). Por 
lo tanto, es 9,07 veces más probable acabar en el 1% 
más rico viniendo de un hogar situado también en 
el 1% más rico, en comparación con una sociedad 
igualitaria.

De la misma manera, en azul claro se muestra el 
porcentaje de hijos de hogares del 10% más rico que 
acaban perteneciendo al 1% más rico. Este porcen-
taje es de un 38,88%, y se corresponde con la suma 
de los porcentajes de todos los puntos azules más el 
morado. Sin embargo, debería ser de un 10% en una 
sociedad igualitaria. Por lo tanto, relativamente ha-
blando, es 3,88 veces más probable acabar en el 1% 
más rico viniendo de un hogar en el decil más alto 
en comparación con una sociedad perfectamente 
igualitaria.

En el azul más oscuro se muestra el porcentaje de 
hijos de hogares del 10% más bajo que acaban per-
teneciendo al 1% más rico. Este porcentaje es del 
3,77%, correspondiente a la suma de los porcenta-
jes de todos los puntos azul marino. Sin embargo, 
debería ser de un 10% en una sociedad perfecta-
mente igualitaria. Siguiendo la misma lógica relati-
va, vemos que es 2,65 veces menos probable acabar 
en el 1% más rico viniendo de un hogar en el decil 
más bajo en comparación a una sociedad perfecta-
mente igualitaria, donde esta probabilidad debería 
ser del 10%.

Finalmente, si comparamos la ventaja extra de los 
hijos del 1% más rico con la desventaja de los hijos 
del 10% más bajo, obtenemos que es 24 veces más 
fácil acabar en el 1% más rico viniendo del percentil 
más alto en comparación con proceder del decil más 
bajo.
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En definitiva, este repaso con perspectiva distributiva 
al crecimiento económico de España durante los últi-
mos 40 años muestra las limitaciones del PIB tradicio-
nal como medida fehaciente de la salud de la econo-
mía. En concreto, el presente análisis prueba cómo el 
PIB ya no es un buen indicador del crecimiento econó-
mico desde un punto de vista inclusivo, ya que tanto 
la economía española como las principales economías 
avanzadas han cambiado de paradigma macroeconó-
mico hacia un modelo en el que  el crecimiento está 
muy desigualmente repartido. De este modo, los gru-

pos de alto ingreso se benefician casi 4 veces más del 
crecimiento económico que la mayor parte de la po-
blación. La consecuencias principales de esta nueva 
tendencia son, por una parte, el aumento sostenido de 
la desigualdad de ingreso y, por otra, el deterioro del 
ascensor social, dos fenómenos que no quedan cap-
turados en la aproximación tradicional del cálculo del 
PIB.
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Una limitación importante en las estadísticas ma-
croeconómicas es la falta de información de alta fre-
cuencia (es decir, información de carácter semanal o 
mensual) sobre la distribución de la renta, ya que los 
mejores datos de los que se dispone para tener una vi-
sión precisa de la desigualdad se publican anualmente. 
Estas cifras, que suscitan un gran interés por parte de 
los sectores público y privado, son una aportación vital 
para el análisis del ciclo económico y la dirección de la 
política pública. Sin embargo, no están desglosadas por 
nivel de renta. Así, aunque sabemos cómo evoluciona 
el PIB trimestralmente, desconocemos qué grupos so-
ciales se benefician de este crecimiento y qué sectores 
salen perjudicados. Esta laguna limita la capacidad de 
los responsables políticos  de diseñar medidas eficaces 
y dirigidas a aquellos grupos de renta más vulnerables, 
especialmente en fase recesiva del ciclo económico. 

Además, debido a la falta de información de alta fre-
cuencia sobre las dinámicas de la distribución del in-
greso, el debate público presta mucha más atención a 
las estadísticas macroeconómicas (principalmente al 
PIB) que a la desigualdad en sí misma. 

Así pues, los medios de comunicación, por ejemplo, se 
centran en los datos económicos más recientes debido 
a su misión informativa, pero no recogen información 
necesaria sobre la posible desigualdad que entrañan 
dichos  datos. Por lo tanto, para frenar el aumento de 
las desigualdades y el deterioro del ascensor social, 
consecuencias directas del asimétrico crecimiento 
económico, es necesario incorporar indicadores ma-
croeconómicos más precisos y frecuentes que tengan 
en cuenta el nuevo paradigma económico en el que Es-
paña está inmersa desde hace más de 20 años.

Complementando el PIB con la medición del 
crecimiento económico desigual

Entre las iniciativas que han tratado de incorporar la 
desigualdad económica bajo la forma de un nuevo in-
dicador, destaca la reciente «Real Time Inequality». 
El proyecto fue presentado en la Universidad de Cali-
fornia, Berkeley, por los economistas Gabriel Zucman, 
Emmanuel Saez y Thomas Blanchet16. Su principal 
contribución es una nueva metodología que propor-
ciona las primeras estadísticas de alta frecuencia so-
bre cómo se distribuye el crecimiento de la renta y de 
la riqueza. La aproximación presentada por los autores 
combina la información contenida en fuentes públi-
cas de datos de alta frecuencia (incluidas las encuestas 
mensuales de hogares y empleo, los censos trimestra-
les de empleo y salarios, y las estadísticas mensuales 
y trimestrales de las cuentas nacionales) en un marco 
unificado, lo cual permite estimar el crecimiento eco-
nómico por grupos de renta, raza y género de manera 
coherente con las cuentas nacionales (PIB). Además, 
también facilita el seguimiento en tiempo real, de for-
ma mensual, de los impactos distributivos de la políti-
ca pública en cada fase del ciclo económico. 

Estas estadísticas de crecimiento distributivo en tiem-
po real podrían desempeñar un papel fundamental a la 
hora de orientar las políticas de estabilización en pe-

PIB y desigualdad en tiempo real
ríodos de crisis. Por ejemplo, tras una recesión podrían 
usarse para estimar hasta qué punto la renta se man-
tiene por debajo de su tendencia anterior a la recesión 
para cada nivel de renta con el objetivo de identificar 
qué grupo se ve más afectado. Además, dado que esta 
metodología tiene en cuenta todos los impuestos y 
transferencias gubernamentales, las nuevas estadís-
ticas podrían usarse para analizar si la política pública 
está consiguiendo ayudar a los grupos más afectados 
por los ciclos recesivos. En contrapartida, durante las 
fases expansivas del ciclo económico, pueden servir 
para garantizar que los grupos de bajos ingresos tam-
bién se beneficien de un crecimiento económico po-
sitivo (y no solos los grupos de muy altos ingresos). 
Estas acciones conjuntas podrían llegar a lograr un 
crecimiento inclusivo. 
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Para ilustrar la precisión mensual de las estadísticas 
macroeconómicas resultantes de esta metodología, 
en la Figura 1.6 mostramos la tasa de crecimiento del 
ingreso real para varios grupos de renta en Estados 
Unidos entre febrero y marzo de 202217. Esta figura 
muestra que, pese a que el crecimiento total haya sido 
ligeramente negativo entre estos dos meses, el ingre-
so de los diferentes grupos de renta ha evoluciona-
do de manera muy heterogénea. En concreto, el 50% 
más pobre y el 40% siguiente (más rico) han sufrido 

una caída de su ingreso más fuerte que la media total, 
mientras que los grupos de muy altos ingresos han ex-
perimentado un crecimiento positivo de hasta de un 
1,3% en el caso del 0,01% con más ingresos.
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Aterrizando la metodología «Real-Time 
Inequality» en España
La renta nacional se puede dividir en dos grandes 
componentes: rentas del capital y rentas del traba-
jo. En España, alrededor del 30% de la renta nacional 
son rentas del capital. Cuando se analiza la evolución 
de las rentas del capital mes a mes, se observa que la 
concentración de los componentes de la renta del ca-
pital es relativamente lenta. Por lo tanto, su impacto 
en la desigualdad de renta total se debe principalmen-
te a cambios en los componentes de las rentas de ca-
pital agregadas, como los beneficios empresariales y 
las rentas de la vivienda, a lo largo del ciclo económico. 
Estos cambios quedan contemplados bajo la metodo-
logía de Blanchet, Saez y Zucman (2022).

Por otra parte, las rentas del trabajo representan alre-
dedor del 70% de la renta nacional. En este caso, los 
cambios a corto plazo (mes a mes) pueden ser ma-
yores, como por ejemplo en consecuencia de picos de 
desempleo en periodos de recesión. Esta diferencia 
entre unas y otras rentas queda bien recogida en la 
metodología presentada. Así, a diferencia de lo que 
ocurría con las rentas del capital, no se asume una dis-
tribución estable para las rentas del trabajo, sino que 
se recogen los cambios distributivos de alta frecuencia 
gracias a la utilización de datos de encuestas de hoga-
res y mercado de trabajo. El resultado que se obtiene 
es pues informativo respecto a la distribución del cre-
cimiento económico en el corto plazo, por ejemplo 
mes a mes, a la par que consistente con las estadísticas 
anuales de desigualdad. 

Para Estados Unidos, el único país para el que se ha 
implementado esta metodología por el momento, 
los autores usan únicamente datos de acceso públi-
co. Sin embargo, estos mismos autores admiten que 
su metodología podría  enriquecerse combinando 
conjuntos de datos administrativos de organismos 
gubernamentales o incorporando fuentes de datos 
adicionales, como información detallada a nivel de 
cada empresa del sector privado18. En este sentido, a 
continuación explicamos qué tipo de bases de datos 
se han utilizado y cómo, así como cuáles serían sus 
equivalentes en España y cómo podríamos mejorarla 
a través de un esfuerzo público-privado que abra a la 

comunidad investigadora los millones de datos admi-
nistrativos y privados que ya se recogen, pero que por 
el momento no están disponibles de manera sistemá-
tica y transparente.

El punto de partida de la metodología Real Time In-
equality son los microdatos de renta (ingresos) y ri-
queza (valor de los activos acumulados en un momen-
to concreto) resultantes de las estimaciones anuales 
de desigualdad calculadas por el World Inequality Lab 
a través de la aproximación de las Cuentas Nacionales 
Distributivas (DINA, 2021)19. Esta metodología com-
bina datos de cuentas nacionales, encuestas y datos 
fiscales para crear una imagen completa de cómo se 
distribuyen los ingresos y la riqueza en un país de-
terminado (incluyendo España), y es la manera más 
consistente que tenemos de estimar los niveles de 
desigualdad. A partir de los datos anuales de desigual-
dad, los autores llevan a cabo dos procesos estadísti-
cos para crear las estimaciones distributivas del creci-
miento económico mes a mes y hacerlas consistentes 
con las cuentas anuales anteriormente mencionadas:

En primer lugar, reescalan las distribuciones de in-
gresos anuales existentes para que coincidan con 
los totales de ingresos macroeconómicos mensua-
les para cada componente del ingreso. Para ello, 
se computa la renta agregada mensual de los fac-
tores —antes de impuestos, disponible y después 
de impuestos— y sus distintos componentes. Esto 
se calcula a partir de las cuentas nacionales men-
suales y trimestrales publicadas por el Bureau of 
Economic Analysis. En España, la fuente para este 
primer paso serían los datos trimestrales de conta-
bilidad nacional del Instituto Nacional de Estadísti-
ca (INE). A partir de estos, se estima la distribución 
de lo que serían los ingresos anuales si los ingresos 
totales mensuales desestacionalizados (filtrados 
de las variaciones temporales de un ciclo económi-
co concreto) y su distribución se mantuvieran esta-
bles durante 12 meses20. Este procedimiento suavi-
za las variaciones a corto plazo, específicas del año 
y de inversión de la media, que no son informativas 
de la distribución de un mes determinado y que, de 
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lo contrario, introducirían discontinuidades en las 
series mensuales.

En segundo lugar, y lo que es más importante, in-
corporan información sobre los cambios en la dis-
tribución de los ingresos dentro de los componen-
tes clave de la renta nacional (es decir, las rentas del 
capital y las rentas del trabajo). Sobre todo, lo ha-
cen a nivel de las rentas del trabajo, que son las que 
más cambian mes a mes y representan aproxima-
damente el 70% de la renta nacional. Esta meto-
dología estima para las rentas del trabajo tanto los 
cambios en el margen extensivo (número de per-
sonas empleadas frente a no empleadas, incluidos 
los beneficiarios de prestaciones de desempleo) 
como en el margen extensivo (número de perso-
nas empleadas frente a no empleadas). Para ello, se 
calculan estos cambios para subgrupos relevantes 
de la población (es decir, por niveles de educación, 
sexo, grupo de edad y estado civil), introduciendo 
variables de raza, educación y edad en los datos de 
Cuentas Nacionales Distributivas21. En Estados Uni-
dos, los autores realizan este proceso emparejando 
estadísticamente22 estos archivos con la Current 
Population Survey (publicada por el Census Bureau) 
y la Survey of Consumer of Finances (publicada por 
la Federal Reserve). En España, las bases de datos 
equivalentes para incorporar estos cambios serían 
la Encuesta de Población Activa (INE), la Muestra 
Continua de Vidas Laborales (Ministerio de Inclu-
sión, Seguridad Social y Migraciones) y la Encuesta 
Financiera de las Familias (Banco de España). Tras 
ello, se incorporan los cambios en márgenes exten-
sivos e intensivos:

Extensivo: para captar los cambios de alta frecuen-
cia en la distribución de los ingresos laborales, se 
ajusta la situación laboral a nivel microeconómico 
cada mes. Para ello, se calculan las tasas de empleo 
de cada uno de los subgrupos en las celdas men-
suales de la Current Population Survey (o Encuesta de 
Población Activa), y se utilizan estas tabulaciones 
para imputar las tasas de empleo por celdas en los 
microdatos mensuales de las Cuentas Nacionales 
Distributivas.

Intensivo: para captar los cambios de alta frecuen-
cia en la distribución de las rentas del trabajo, se es-
timan los cambios en la distribución de los salarios 
con una frecuencia mensual. Para ello, se combina 
toda la evidencia disponible al respecto: encuestas 
de empleo mensuales y trimestrales. En España, 
junto a las citadas bases de datos, se podrían utili-
zar los datos nacionales de paro registrado ofreci-
dos por el Ministerio de Trabajo y Economía Social.

En conclusión, a diferencia del cálculo clásico del PIB, 
esta metodología permite a los actores públicos y pri-
vados seguir en tiempo real (mes a mes) la evolución 
del crecimiento económico desde una perspectiva 
distributiva. Esta aproximación es coherente con las 
cuentas nacionales producidas a final de año, y per-
mite mejorar el diseño y dirección de la política pública 
en el medio plazo. Además, obtener estos datos mes 
a mes complementa el análisis de las cifras clásicas, 
como el PIB, la inflación o el desempleo. Esto puede 
llevar a una mayor introducción de la desigualdad en 
el debate público español, presentándose como nueva 
parte esencial de la evaluación general del estado de la 
economía.
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Como hemos visto, en España hay datos disponibles de 
diferentes instituciones públicas que podrían usarse 
para aplicar esta metodología. Sin embargo, creemos 
que desde nuestras organizaciones públicas y privadas 
deberíamos ser más ambiciosos y no sólo aplicar esta 
aproximación de manera sistemática, sino también 
mejorarla con todos los datos administrativos que ya 
se recogen, pero que no están abiertos al público.  

En términos generales, la rápida evolución en el al-
macenamiento de datos digitales y sus tecnologías de 
gestión ha permitido el análisis estadístico de datos 
administrativos que previamente solo se utilizaban 
para fines contables. Los datos administrativos ofre-
cen tamaños de muestra mayores y presentan menos 
problemas de no respuesta y error de medición que 
las fuentes tradicionales de datos de encuestas. Por 
lo tanto, los datos administrativos son fundamenta-
les para la investigación empírica de vanguardia y, en 
particular, para una evaluación creíble de la política 
pública23. Hoy en día, las Administraciones públicas 
españolas disponen de millones de datos digitalizados 
que tienen un enorme potencial para ayudar a enten-
der mejor los principales retos socioeconómicos del 
país y guiar la política pública para solucionarlos. Así, el 
desarrollo y la ampliación del acceso directo a los mi-
crodatos administrativos debería ser una de las prin-
cipales prioridades del Ministerio de Ciencia e Innova-
ción. Tal y como señalaba el Premio Rey Juan Carlos de 
Economía y profesor en el CEMFI, Manuel Arellano, es 
crucial instaurar mecanismos que permitan a inves-
tigadores autorizados acceder a este tipo de datos de 
manera confidencial, de la misma forma en que se exi-
ge a los funcionarios públicos que trabajan con estos 
registros24. 

En el ámbito internacional, se ha demostrado que no 
existen impedimentos técnicos ni de protección de 
datos que imposibiliten este acceso a datos adminis-
trativos. El paradigma de este modelo es la Oficina 
Central de Estadísticas de Suecia (Statistiska cen-
tralbyrån, SCB). Esta Oficina no solo es la autoridad 
administrativa encargada de elaborar las estadísticas 
oficiales en Suecia, sino que también sirve de orga-

Hacia un debate público de mayor calidad: 
más datos, mejores estimaciones

nismo central encargado de coordinar la recogida de 
una amplia gama de datos administrativos relativos 
a individuos, instituciones y empresas. Además, estos 
datos quedan a disposición de la comunidad investi-
gadora. De esta manera, los investigadores afiliados 
a cualquier instituto de investigación público sueco 
pueden hacer una solicitud transparente de todos los 
datos administrativos que necesiten y, tras la aproba-
ción de un comité ético de expertos independientes, la 
Oficina Central de Estadísticas se encarga de combinar 
diferentes bases de datos administrativos (fiscales, 
educacionales o de los ayuntamientos, entre otras) y 
de otorgarlas a los investigadores. En España, instau-
rar un organismo de estas características que pueda 
cotejar información sobre individuos en varias dimen-
siones y desde varias fuentes (tener, para un mismo 
individuo, información fiscal, de patrimonio, ocupa-
ción y datos laborales, o educación) nos podría situar a 
la vanguardia de la investigación en ciencias sociales a 
nivel mundial y ayudaría a los Gobiernos a tomar me-
jores decisiones, basadas en pruebas más robustas. En 
el caso concreto de la metodología Real Time Inequa-
lity, se podrían incorporar datos administrativos de 
diferentes fuentes (Ministerio de Educación, Agencia 
Tributaria, Seguridad Social, Banco de España, etc). 
Esto permitiría ampliar los subgrupos de poblaciones 
para los que se tiene estimaciones de desigualdad  de 
alta frecuencia (como individuos con bajo nivel edu-
cativo o extranjeros) y tener una visión más precisa de 
cómo y quién se está beneficiando —o saliendo perju-
dicado— del crecimiento económico mes a mes. 
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Estudio de caso: el impacto del COVID-19 desde una pers-
pectiva distributiva 

De manera general, los datos nos muestran que la re-
cuperación de la crisis de COVID-19 fue mucho más 
rápida que la recuperación de la Gran Recesión (1 año y 
medio frente a 4 años, respectivamente). Sin embar-
go, las estadísticas de esta metodología en tiempo real 
permiten ir más allá de los índices agregados. Así, se 
pueden comparar las tendencias de recuperación de 
las crisis yendo al detalle de  la dinámica de ingresos 
general  en comparación con la dinámica de ingresos 
del 50% más pobre. La Figura 1.7 muestra las dinámi-
cas de ingresos de estos dos grupos para la población 
en edad de trabajar25, normalizando los ingresos a 
100 en el mes anterior a cada recesión. Tal y como se 
puede observar comparando las líneas continuas roja 

y azul, tras la Gran Recesión el ingreso del 50% más 
pobre tardó casi el doble (96 meses) en recuperar el 
nivel anterior a la crisis que el ingreso general de las 
personas adultas. Sin embargo, en cuanto a la crisis 
del COVID-19, los ingresos de estos dos grupos recu-
peraron sus niveles anteriores a la crisis mucho más 
rápido y la diferencia temporal de recuperación entre 
ambos grupos fue de apenas unos meses. Esto podría 
ser consecuencia de una reacción de política económi-
ca caracterizada por una fuerte inversión pública y una 
gran coordinación internacional. De nuevo, se mues-
tra la importancia de esta nueva metodología a la hora 
de analizar la (desigual) evolución de la economía, que 
podría servir para actuar a tiempo e intentar atenuar 
los efectos negativos de las crisis sobre la desigualdad 
y la movilidad social. 
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En España, ha habido intentos tanto desde el sec-
tor académico como del privado de estudiar el creci-
miento económico desde una perspectiva distributiva. 
Entre ellos, cabe destacar el estudio de Aspachs et al. 
(2022)26, que propone hacer un seguimiento de alta 
frecuencia de la desigualdad de ingresos utilizando 
datos anónimos de registros bancarios de más de tres 
millones de titulares de cuentas en España. Esto per-
mitiría analizar la repercusión distributiva de la crisis 
del COVID-19. Por otro lado lado, es también notorio 
el esfuerzo del equipo de investigación CaixaBank Re-
search, que el año pasado publicó el portal «Economía 
en Tiempo Real»27. Esta iniciativa ofrece información 
sobre 12 indicadores agrupados en 5 ámbitos: consu-
mo, vivienda, salarios, turismo y desigualdad. Cada 
indicador se muestra para distintas categorías (comu-
nidad autónoma, franjas de edad, franjas de ingresos 
y sector de actividad, entre otros) y se publican unas 
850 series en total. Los indicadores están construidos 

a partir de los datos internos de CaixaBank y se agre-
gan mediante técnicas de big data. De manera simi-
lar a Blanchet, Saez y Zucman (2022), la frecuencia de 
estos datos es mensual y se publican pocos días des-
pués del cierre del mes. Sin embargo, ninguno de estos 
proyectos ha conseguido obtener estadísticas macro-
económicas distributivas en tiempo real que a su vez 
sean consistentes con las cuentas nacionales, algo que 
la metodología «Real Time Inequality» sí logra. Para 
frenar el aumento de las desigualdades y el deterioro 
del ascensor social, España debería impulsar un es-
fuerzo conjunto de los sectores público y privado para 
aplicar esta metodología en la elaboración de las es-
tadísticas macroeconómicas. De esta manera, dispon-
dremos de herramientas para hacer un seguimiento 
del desigual crecimiento económico en tiempo real, lo  
que permitirá mejorar la política pública contra la des-
igualdad y enriquecer el debate público sobre la salud 
de la economía española.

Junto con la integración de la metodología de esta-
dísticas macroeconómicas de alta frecuencia, España 
podría incluir otros indicadores propuestos para com-
plementar al PIB. Estos indicadores, si bien no son de 
alta frecuencia como el planteamiento descrito ante-
riormente, permiten tener una visión más amplia de la 
evolución desigual del crecimiento económico: 

Utilizar el índice de Desarrollo HuMANO (IDH) como 
un indicador complementario para medir el progre-
so económico y social28. El IDH considera el ingreso, 
la educación y la salud como dimensiones del desa-
rrollo humano, y puede ayudar a evaluar la reper-
cusión del crecimiento económico en el bienestar 
de la población. Fue creado por el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en 1990 
y se ha convertido en una herramienta importan-
te para comparar los niveles de desarrollo humano 
en diferentes países. De hecho, todos los Estados 
miembros de la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU) así como organizaciones internaciona-
les (Banco Mundial y el Fondo Monetario Interna-
cional) lo usan para evaluar la eficacia de la ayuda al 
desarrollo y la inversión extranjera.

Adoptar el Índice de Progreso Genuino (IPG). Este 
indicador es una medida alternativa al PIB que tiene 
en cuenta aspectos más amplios del bienestar hu-
mano, incluyendo la salud, la educación, la igualdad 
social y la sostenibilidad ambiental29. El IPG fue de-
sarrollado principalmente en Estados Unidos, pero 
se ha utilizado en otros países como Nueva Zelan-
da, Australia y España para evaluar el bienestar de 
sus ciudadanos. En particular, el gobierno de Nueva 
Zelanda ha adoptado el IPG como una medida com-
plementaria al PIB para evaluar el progreso del país 
en términos de bienestar30.

Otros indicadores para complementar 
el análisis distributivo del crecimiento 
económico
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03PIB y cambio 
Climático:
hacia una medición del coste 
ecológico del crecimiento 
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España es un país que tiene una gran exposición al 
cambio climático. Como consecuencia, se ponen en 
riesgo no solo la salud de su ciudadanía, su seguridad 
alimentaria y su biodiversidad, sino también su eco-
nomía. Desde un punto de vista empírico, los resulta-
dos presentados por Newell et al., (2021)31 y Kompas y 
Che (2018)32 arrojan luz sobre esta cuestión al sugerir 
que en los años venideros, el grado de desertificación 
podrá degradar  los PIB nacionales, lo que derivaría en 
crisis persistentes en los sectores asociados (Estrada 
et al., 2015)33. En concreto, las actividades económicas 
principalmente afectadas serían la agricultura y el tu-
rismo, cuyos valores añadidos suponen el  2,6%34  y el 
11,1%35 del PIB de España, respectivamente. 

De este modo, de entre los numerosos efectos del cam-
bio climático que pueden repercutir en el crecimiento 
económico de España, una de las amenazas principa-
les es la escasez de agua. Tal y como ilustran los datos 
del Banco Mundial, España es un país que depende en 
gran medida de la agricultura, cuya producción puede 
verse fuertemente afectada por la falta de agua, como 
demostraran Sainz de la Maza y del Jesus (2020)36. La 
otra industria de gran calado es la turística, que tam-
bién requiere de un suministro constante de agua. Así, 
por una parte, nuestros paisajes, ya propensos a los 
incendios forestales debido a su clima cálido y seco, 
se verán afectados en mayor medida por estos fenó-
menos, cuya frecuencia aumentará conforme lo ha-
gan las temperaturas (Flannigan et al., 2000)37. En 
consecuencia, la biodiversidad local se verá afectada, 
y también aquellas actividades económicas que se de-
sarrollan en su seno. Por otro lado, el turismo interna-
cional puede verse perjudicado como resultado de una 
percepción negativa de las olas de calor o la frecuencia 
de fenómenos meteorológicos extremos, como revela 
el trabajo de Agnew y Viner (2001)38, que estudia dis-
tintos destinos internacionales. 

Precisamente ligado a circunstancias meteorológi-
cas extremas, España ya es testigo del aumento en 
frecuencia e intensidad de  tormentas,  inundaciones 
y otros fenómenos meteorológicos extremos (Beni-
to, 200739; Olcina, 200940). Estos fenómenos pueden 
dañar infraestructuras, propiedades y viviendas, con 
consecuencias graves en términos sociales y econó-

La situación en España
micos.  Además, el incremento de la temperatura y 
la humedad puede aumentar la incidencia de enfer-
medades transmitidas por vectores, como el dengue 
(Laycock et al., 202241), de modo que también pueden 
observarse darse para la salud global. 

En términos numéricos, un informe publicado por el 
JRC de la Comisión Europea en 202042 demuestra que 
un aumento de 3 °C en las temperaturas actuales daría 
lugar a pérdidas de bienestar anuales que equivaldrían 
al 1,4% del PIB europeo (175.000 millones de euros). 
Este hallazgo es especialmente alarmante al poner 
en perspectiva que el citado informe solo contem-
pla un conjunto limitado de desastres climáticos, que 
incluyen inundaciones costeras y fluviales, sequías y 
tormentas de viento, además de mortalidad por tem-
peraturas extremas y daños sobre la agricultura y el 
suministro energéticos. Además, la estimación de un 
aumento de 3 °C se encuentra en el extremo más op-
timista de la horquilla si se compara con otros estu-
dios similares. Un artículo del Banco Central Europeo 
(2021)43 sugiere aumentos de 4°C-8°C en los casos fu-
turos más probables, lo cual multiplicaría la pérdida de 
bienestar en términos de caída del PIB.

Todo lo anterior prueba el vínculo que existe entre 
economía y recursos naturales y, más concretamente, 
la importancia de los activos naturales y de unas con-
diciones meteorológicas estables que permitan ex-
plotarlos y preservarlos. Si vamos al plano nacional, en 
el ámbito extractivo, las exportaciones de productos 
minerales desde España suponen 13,2% del total del 
valor exportado. En cuanto a la preservación, nuestro 
territorio cuenta con el mayor número de reservas de 
las biosferas del mundo, con un total de 52. En esta 
línea, aun cuando se dispone de algunos indicadores, 
sería recomendable mejorar el seguimiento del estado 
de los activos naturales, así como de la evaluación de 
su efecto sobre la economía española. Esto permitiría 
estimar de forma precisa su repercusión en las cuentas 
nacionales, así como regular los volúmenes de expor-
tación y explotación de los recursos naturales en fun-
ción de su agotamiento44.

Si se sigue profundizando en esta cuestión, cabe estu-
diar también el nexo que existe entre las actividades 
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vinculadas al medioambiente y otros dos elementos 
clave de la economía: el empleo y los ingresos y gastos 
fiscales. En el ámbito laboral, el INE señala el aumen-
to del número de empleos directos consecuencia de la 
economía ambiental (tratamiento de residuos, ges-
tión y producción energética o protección ambiental) 
que ya representan el 2,95% del total. Además, el valor 
añadido de la economía ambiental supone un 3,05% 
del PIB en 2021, de acuerdo con estos mismos datos. 
En cuanto a ingresos fiscales, los impuestos asociados 
a actividades de impacto ambiental (energía y trans-
porte, entre otros) han supuesto un 7,2% del total de 
los ingresos en 2021 por impuestos en España, con 
particular peso en los impuestos energéticos, que han 
supuesto el 81,9% del total de impuestos ambientales 
de 2021. El valor añadido bruto de los bienes y servicios 
ambientales fue el equivalente a un 3% del PIB de ese 
año. Esta categoría cubre gastos como la gestión de los 
residuos y aguas residuales, así como otras actividades 
de protección del aire, el clima y las áreas de protec-
ción ecológica45.

Con esta recapitulación se hace patente el nexo entre 
medio ambiente y economía, y se pone de manifies-
to la necesidad de indicadores adaptados a esta nueva 
realidad económica. Sin embargo, de un modo simi-
lar a lo que ocurre con la medición del crecimiento por 
renta, calcular el coste climático del PIB o estimar qué 
sectores estarían más amenazados por la crisis climá-
tica requeriría de una serie de datos que, por ahora, no 
están disponibles. Así pues, en las próximas páginas se 
proponen algunas opciones que permitirían comple-
mentar el PIB en este aspecto, desde la creación de un 
índice de PIB verde hasta otras propuestas metodoló-
gicas como el capital natural o el etiquetado climático 
presupuestario. 
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Como primera propuesta, parece intuitiva una revi-
sión del propio indicador del PIB para que, más allá de 
lo que tradicionalmente contempla, englobe también 
la cuestión ambiental. Durante los últimos 50 años, 
se ha hecho un esfuerzo de coordinación internacio-
nal entre investigadores y el sector público para incluir 
el deterioro de los recursos naturales en el Sistema de 
Cuentas Nacionales (SCN) y, en concreto, en el PIB. 

En este sentido, Brandon et al. (2021)46 hacen un re-
paso histórico de los avances teóricos en cuanto a la 
inclusión de la dimensión medioambiental en el PIB, 
entre los que destacan:

Nordhaus y Tobin (1972)47 desarrollaron la Medi-
da del Bienestar Económico, que describe los cos-
tes asociados a los daños causados por problemas 
medioambientales (por ejemplo, la contamina-
ción) y la urbanización (por ejemplo, la congestión 
vehicular, los bajos niveles de salud o la escasez de 
suelo). 

Daly y Cobb (1989)48 propusieron el Índice de Bien-
estar Económico Sostenible. Esta fue la base del 
Indicador de Progreso Genuino (IPG), que hace un 
seguimiento de 26 indicadores económicos, so-
ciales y medioambientales (Anielski 200149; Lawn 
200350). 

Tinbergen y Hueting (1992)51 desarrollaron el Indi-
cador de Renta Nacional Ambientalmente Sosteni-
ble, presentado en la Conferencia de la ONU sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo de 1992 (la Cumbre 
de Río).

La ONU revisó el SCN en 1993, creando cuentas 
suplementarias para tener en cuenta la oferta de 
energía y el deterioro  del agua y la tierra (Harrison 
200552). 

En 1996, la Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre el Cambio Climático pidió a los países que 
informaran sobre las emisiones de gases de efecto 
invernadero y el secuestro de carbono (Paustian, 

Experiencias con la creación de un PIB verde
Ravindranath y van Amstel 200653). Era la prime-
ra vez que muchos países analizaban o informaban 
sobre las reservas y los flujos medioambientales. 

En 2007, una conferencia de la Comisión Europea 
concluyó que el SCN y el PIB debían permanecer sin 
cambios, pero complementados con indicadores 
de progreso medioambiental y social (Unión Euro-
pea, 200754). Esta recomendación fue respaldada 
por una comisión de alto nivel sobre la Medición del 
Desempeño Económico y el Progreso Social (Sti-
glitz, Sen y Fitoussi 200955).

Arrow y coautores (2012)56 argumentaron que las 
medidas de responsabilidad medioambiental de-
ben tratar de mantener el bienestar generacional. 
Para ello, se requiere una mejor contabilidad de la 
riqueza y precios sombra (es decir, valores asocia-
dos a bienes cuyo precio no está definido en el mer-
cado) adecuados para los recursos renovables y no 
renovables, el capital humano y la salud. 

A pesar de los esfuerzos de algunos de los economistas 
más reconocidos del mundo por hacer permear estas 
propuestas metodológicas hacia el plano político, el 
grueso de las medidas de responsabilidad ambiental 
aquí presentadas ha quedado relegado al mundo aca-
démico, pero no en su totalidad. Así pues, dos países 
– Noruega y China – han sido pioneros en aplicar, al 
menos en parte, este enfoque. Ambos casos se exami-
nan en mayor detalle en el siguiente apartado. 
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Intentos de aplicación real: Noruega y China
Si se buscan experiencias reales de la creación de un 
índice complementario al PIB que recoja factores na-
turales, los dos casos referentes son el de Noruega y el 
de China. Estos experimentos permitieron identificar 
las principales complejidades asociadas a la creación 
del índice, así como sugieren vías alternativas para 
afrontarlas. En el caso de Noruega, las principales di-
ficultades fueron de índole técnica, puesto que se de-
mostró una altísima dependencia de los estimadores 
futuros de precio en su cálculo. En cuanto a China, 
además de los aspectos técnicos, se dieron otros con-
flictos derivados de los agentes encargados de recabar 
los datos a nivel municipal y de publicar el índice sobre 
la percepción del crecimiento. En su conjunto, estas 
experiencias nos dirigen más hacia índices comple-
mentarios que muestren los activos verdes del país y el 
crecimiento que facilitan puede ser más efectivo que 
tratar de agregar todas estas medidas en un solo índi-
ce agregado. 

Noruega
Noruega fue uno de los primeros países en dedicar 
recursos para plantear un PIB verde. Para ello, el Go-
bierno noruego ordenó en 1978 la creación de una co-
misión delegada liderada por los ministerios de Medio 
Ambiente y Economía del país. Su principal misión era 
el diseño de un sistema de cuentas naturales que se 
ajustase tanto por los descuentos derivados del gasto 
en recursos naturales, como por los daños medioam-
bientales asociados. De esta forma se visibilizaría el 
coste de la extracción de los recursos naturales como 
el petróleo o la minería a largo plazo. El encargo, en-
tonces pionero, respondía así a la dependencia del 
país de sus actividades extractivas, aún vigente. Más 
específicamente, en 2020 el conjunto de las exporta-
ciones relacionadas con la venta de petróleo y recursos 
minerales representó el 59% del valor total exportado, 
siendo un 13,4% de su PIB, con el subsiguiente impacto 
que dichas operaciones dejan en los ecosistemas no-
ruegos57.

Estas operaciones extractivas tienen una doble conse-
cuencia. Por una parte, resultan en la disminución de 
los recursos disponibles — los minerales vendidos hoy 

no estarán disponibles para futuras generaciones — y, 
por otra, acarrean, debido a sus procedimientos, gra-
ves degradaciones naturales. Desde un punto de vista 
del beneficio obtenido de la extracción, el problema se 
agrava: las reservas minerales aumentan su costo de 
extracción a medida que estas son explotadas debido 
a que se prioriza la extracción de aquellos yacimien-
tos más accesibles, aumentando a medida que pasa 
el tiempo los costes marginales de extracción y re-
duciéndose así su costo-efectividad. En combinación 
esto reduce los recursos remanentes, aumenta la dis-
rupción natural necesaria para obtenerlos y reduce la 
capacidad de extraerlos de forma que reviertan en un 
beneficio económico significativo.

En este contexto, los primeros pasos hacia el diseño 
del PIB verde se dieron con la intención de plantear un 
único índice agregado, fácilmente aplicable a la toma 
de decisiones sobre bosques, pesca y recursos mine-
rales. No obstante, dicho planteamiento debía hacer 
frente a múltiples complejidades en términos de va-
loración y cálculo. En este sentido, trabajos como el de 
Alfsen y coautores (2006)58 permitieron identificar las 
principales dificultades asociadas a la valoración de 
activos naturales. Ante todo, parecen ser consecuen-
cia del hecho de que dichos activos no están mercan-
tilizados, lo cual complica la fijación de su precio de 
mercado. Partiendo de ese punto, existen dos aproxi-
maciones posibles. Pongamos para ilustrarlo el ejem-
plo de la limpieza de un río en el que se ha producido 
un daño ambiental. Desde el punto de vista de la ofer-
ta, se puede calcular el valor en función del coste real 
asociado a la limpieza del agua. Desde el punto de vista 
de la demanda, el valor se puede estimar en función de 
la disposición a pagar («willingness to pay») de los 
afectados para tener acceso a agua limpia. Desde cual-
quiera de las dos aproximaciones, el planteamiento 
del ejemplo permite ya entrever que la valoración no 
es sencilla. A ello se suma que, en la mayoría de casos, 
estas estimaciones no necesariamente acaban refle-
jando el precio social. Por último, cabe mencionar que 
existe una dificultad añadida a la hora de descontar el 
coste de las medidas ecológicas de su efecto econó-
mico en el Producto Interior Bruto tradicional, puesto 
que pueden quedar reflejadas de forma indirecta a tra-
vés de otras métricas ya incorporadas en el PIB. 
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Respecto a la medición del capital natural, los auto-
res enfatizan la dificultad de establecer el descuento 
sobre el capital natural monetizado. El capital natural 
monetizado es resultado del valor total del inventario 
de activos naturales multiplicado por su estimación 
de precio, pasando así de unidades físicas a unida-
des monetarias. Establecido esto, el cambio del valor 
del mencionado inventario de activos naturales sería 
equivalente al descuento que se produce. Como resul-
tado final, la variación de este valor puede ser anuali-
zada en forma de ganancias o pérdidas. ​​A nivel prácti-
co, esto implica que dicho cálculo acaba dependiendo 
fuertemente de las estimaciones de los niveles de pro-
ducción y precio de venta futuros, lo cual lo convierte 
en algo impreciso. Esto quedó ratificado por los estu-
dios de la agencia encargada, que concluyeron que los 
cambios en las expectativas de precio de los inventa-
rios eran el principal factor detrás de las variaciones de 
la riqueza «verde». 

Todas estas informaciones y estudios permiten dilu-
cidar la complejidad asociada al diseño del PIB verde. 
Muchas de ellas derivan de la necesidad de pasar de un 
cálculo de flujo como el PIB, que contabiliza cuánto se 
produce durante un periodo determinado, a un valor 
de stock, que, en este caso, mida el valor de todos los 
recursos naturales. Como consecuencia de tales obs-
táculos, se tomó la decisión de acabar desestimando 
su cálculo, focalizando los esfuerzos en trabajar sobre 
las métricas de diferentes cuentas ambientales. 

China
En colaboración con Noruega, China fue otro de los 
países pioneros en embarcarse en el desarrollo de una 
fórmula de PIB verde. A finales de la década de los 90, 
el Partido Comunista Chino (PCCh), preocupado por-
que su modelo de desarrollo económico estuviera de-
gradando los ecosistemas con costes excedentes a los 
beneficios que reportaba, puso el foco en las inves-
tigaciones sobre cómo indexar los daños ecológicos 
en los que podía, potencialmente, estar incurriendo.   
Fruto de ello, en 2002 se implementó por primera vez 
la medida que implicaba el cálculo y publicación del PIB 
verde, en vigor hasta 2013. 

El sistema chino puso el foco en la recuperación de los 
ecosistemas dañados. De este modo, su metodología 

se centraba en la identificación de las actividades que 
podían actuar en detrimento de los ecosistemas loca-
les y que resultaban en consecuencias naturales per-
niciosas, como por ejemplo la contaminación de ríos o 
la polución ambiental. Así, enfocaba la estimación de 
estos costes desde el punto de vista de las interven-
ciones necesarias para recuperar tales activos. Sin em-
bargo, debido a la falta de cohesión metodológica, los 
resultados obtenidos por las diferentes regiones fue-
ron altamente dispares, poniendo en tela de juicio el 
conjunto de las conclusiones de la iniciativa. Además, 
algunas localidades presionaron al Gobierno chino 
para no publicar los datos, limitando la disponibilidad 
y publicidad de este PIB verde (Li & Lang, 2010)59.

Finalmente, tal y como lo hiciera Noruega, China 
abandonó el proyecto en 2013 y se volcó en otros indi-
cadores medioambientales, en línea con los esfuerzos 
internacionales en este ámbito.
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Más allá del PIB verde

Cuentas Medioambientales Satélite

El diseño de un nuevo indicador de PIB verde que re-
cogiera las especificidades de la realidad medioam-
biental fue en un primer momento el enfoque meto-
dológico de mejor acogida. Sin embargo, su puesta en 
práctica permitió identificar la complejidad de hacer 
un cálculo que resultara verdaderamente informati-
vo. Aunque lejos de la solidez del PIB tradicional, es-
tos primeros empeños sirven para abrir camino hacia 
nuevos modelos que permitan estimar de forma ade-
cuada el coste climático del crecimiento. El objetivo es, 
pues, dar seguimiento a la evolución natural, así como 
su impacto sobre las actividades económicas (tala, 
minería, pesca o ganadería) y los servicios del ecosis-
tema (agua limpia, aire limpio o atractivo turístico). 
De entre las prácticas internacionales que se han de-
sarrollado en esta línea, encontramos algunas como el 

El fin principal de la Cuenta Medioambientales Saté-
lite es registrar en unidades físicas y financieras, de 
manera consistente, los cambios de cantidad y valor 
de los activos medioambientales,  mapeando para ello 
las dinámicas entre medio ambiente y economía. La 
publicación del Sistema de Contabilidad Ambiental y 
Económica (SEEA, por su sigla en inglés) liderada por 
Naciones Unidas en 2014 y posteriormente adoptada 
con cierto éxito en la Unión Europea, estableció por 
primera vez un marco común para la elaboración de 
unas cuentas satélite al sistema nacional de cuentas 
(SNC). El sistema propuesto cubría bienes y servicios, 
gastos de protección medioambiental, costos de ges-
tión de los recursos naturales, subsidios y transferen-
cias con fines ambientales. Por ello, el SEEA ofrecía a 
priori un conjunto de métricas bien estructuradas que 
podían complementar el difícil cálculo de un PIB verde.

Este sistema, sin embargo, carecía de granularidad a 
nivel de ecosistema (no identificaba los vínculos de 
cada ecosistema con su actividad económica), por lo 
que en 2021 se publicó una extensión del mismo, el 
SEEA-EA (SEEA Ecosystem Accounting). Mediante la 
inclusión de las nuevas fuentes de datos tales como la 
observación por satélite, este sistema define de forma 
integrada cómo hacer cálculos especializados con in-

formación biofísica. En su conjunto, el SEEA-EA abre el 
camino hacia una mejor estimación de los beneficios 
de los ecosistemas, si bien se encuentra todavía en 
desarrollo. De este modo, complementa  al PIB tradi-
cional con información análoga a la del PIB verde, de 
forma más exacta, y puede servir por tanto para orien-
tar la política pública sobre cambio climático y preser-
vación de la biodiversidad60.

cálculo de cuentas satélite ambientales, la extensión 
de estas cuentas al ámbito de ecosistema, el etique-
tado presupuestario ambiental o el cálculo del capital 
natural, que se presentan a continuación. 
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El SEEA–EA propone una taxonomía tentativa que 
permite convertir parte de las métricas físicas aso-
ciadas a los ecosistemas en métricas monetarias. Esta 
estrategia facilita la comparación con otras medidas 
monetarias tradicionales, si bien deben hacerse en-
tendiendo sus limitaciones y sin olvidar su carácter 
agregado.

El sistema parte de unidades físicas que varían en fun-
ción de dos factores: la condición del ecosistema y la 
extensión del ecosistema. De este modo, busca re-
flejar  su estado en el momento del análisis, así como 
sus ciclos de expansión y contracción. Con este fin, las 
métricas empleadas se fundamentan en diferentes 
criterios, como la condición histórica o la condición 
potencial. 

Más allá de ello, los ecosistemas proporcionan a sus 
ocupantes ciertos servicios. Estos servicios pueden 

ser: visibles al mercado –como la producción de ma-
dera– o bienes públicos –como el filtrado del aire o la 
regulación del clima–. 

Con ello llega el punto crítico del modelo, en el que a 
los servicios, medidos en unidades físicas, se les puede 
asignar un valor estimado, medido en unidades mo-
netarias. Es en esta conversión donde se encuentra el 
reto fundamental de este tipo de contabilidad y mu-
cha de la discusión presente en la investigación.

61
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La desagregación de este sistema está basada en cinco 
contabilidades para cada ecosistema. Las dos prime-
ras van en función de, por una parte, las condiciones 
del ecosistema, y, por otra, la extensión de los mismos. 
A partir de estas dos contabilidades en su conjunto, se 
asocian los servicios provistos por el ecosistema co-
rrespondiente. Estos servicios se encuentran en un 
principio expresados en unidades físicas (e.g. volumen 
de pesca, por ejemplo) y son luego transformados en 
unidades monetarias, (en función del valor de estos 
servicios). Por último, esto permite agregar los cálcu-
los en una contabilidad de stock común de los activos 
del ecosistema. 

El cálculo en unidades físicas asociadas a cada ecosis-
tema permite localizar espacial y temporalmente cuá-
les son los sus vínculos con las actividades económicas 
de la zona. Gracias a ello, tasar el mantenimiento del 
ecosistema a la hora de tomar decisiones de conser-
vación es más sencillo.  Además, el sistema facilita la 
identificación de los flujos de valor que se derivan de 
cada ecosistema y que llevan a otras actividades eco-
nómicas como la existencia de bosques o actividad 
pesquera a tener una economía local más dinámica, lo 
cual puede tener particular importancia en el entorno 
rural.

Aún cuando las ventajas del Sistema SEEA-EA son cla-
ras, se trata de un trabajo en proceso, no exento de 
críticas por parte de algunas agencias de la Unión Eu-
ropea en lo relativo a monetización de servicios aso-
ciados a cada ecosistema. En la misma línea, el servicio 
estadístico americano apunta a ciertas contradiccio-
nes en su aplicación que pueden llevar a problemas de 
comparabilidad. En cualquier caso, parece haber cierto 
consenso relativo a su ejecución, y a cuan beneficiosa 
sería para la elaboración de cuentas que vayan más allá 
del PIB tradicional. Por tanto, garantizar su puesta en 
marcha en España, dada la alta vinculación de su ac-
tividad económica con los activos naturales, debe ser 
asunto prioritario. Para ello, es importante asegurar 
también que se cuenta con el acervo de experiencia 
necesario para la realización de este tipo de cuentas en 
el seno de las instituciones estadísticas españolas. 
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La contabilidad por ecosistemas es una pieza esencial 
para el diseño de mejores políticas de conservación, si 
bien requiere también de un buen sistema de cuanti-
ficación del valor del sector natural en la economía. Se 
conoce como capital natural al conjunto del valor de 
los activos naturales de un país, calculado en función 
de su capacidad de proveer recursos naturales y servi-
cios productivos. A pesar de la complejidad que entra-
ña su cálculo, la estimación del capital natural permite 
caracterizar de forma más precisa los sectores natura-
les, su tamaño y su valoración, lo que puede ser de gran 
utilidad para el diseño de la política pública. 

En esta línea, uno de los cálculos disponibles del capital 
natural es el presentado en el proyecto Riqueza cam-
biante de las naciones (CWON, por sus siglas en inglés) 
del Banco Mundial62 y se suma a otros esfuerzos como 
el Report de Riqueza Inclusiva de la ONU (IWR, por sus 
siglas en inglés) publicado en 2018. Esta iniciativa, 

Capital Natural
CWON, representa una de las tentativas más relevan-
tes de  estimación de la evolución de los inventarios 
nacionales de riqueza natural. Así, a través del cál-
culo del capital natural, y de su evolución, se obtiene 
una visión de pájaro sobre la variación interanual del 
valor del total de los activos naturales. Utilizando los 
últimos datos disponibles de CWON calculados para el 
año 2018, el capital natural de España estimado es de 
0,7 millones de USD por km2, encontrándose cercano 
al de Portugal (0,8 millones de USD por km2) , aunque 
por debajo de Francia (1 millón de USD por km2),  Reino 
Unido (1.3 millones de USD por km2) e Italia (1,3 millo-
nes de USD por km2). No obstante, los autores tam-
bién señalan las limitaciones de estos cálculos, al ser 
muy agregados, y no pretenden competir en precisión 
o escala con los cálculos que pudieran hacer agencias 
nacionales como el Instituto Nacional de Estadística 
(INE). 
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En la Figura 2.2 se puede observar la distribución de 
los componentes del capital natural español. Así, se 
observa que se encuentra en mayor proporción en los 
terrenos de cultivos, que comprenden el 42,9% del 
total, posición que se ha mantenido constante duran-
te los últimos años. En segundo lugar, se encuentran 
los servicios forestales, que constituyeron el 26,9% 
en 2018, aumentando su valor con respecto a 1995 en 
un 7%. Las áreas protegidas son el tercer componente 
más importante y constituyeron alrededor del 14,9% 
del Capital Natural en el 2018, incrementándose con 
respecto al valor de 1995 en un 4%. Los demás compo-

nentes comprenden una pequeña proporción: pastos 
(9,8%), bosques (2,4%), fondeaderos de pesca (1,1%), 
minerales y metales (1,5%) y energía fósil (0,5%).



38

FUTURE 
POLICY LAB

El  capital natural de España medido por el proyecto 
CWON ha crecido un 23% entre el año 1995 y 2018 en 
términos absolutos, y un 4% en términos per cápita. 
En su conjunto, supone un 2,4% de la riqueza total del 
país,  dato al que habría que sumar la riqueza produ-
cida por el capital de producción y el capital humano. 
Este número, aunque parezca pequeño, tiene impor-
tantes vínculos con actividades del capital producido 
y por ende en el PIB tradicional. En la figura se puede 
observar que los principales componentes de este cre-
cimiento están concentrados en los servicios deriva-
dos de los ecosistemas forestales y en los cultivos, que  
contribuyen a estos crecimientos un 61,1% y un 33,9% 
respectivamente. Esto representa un 95,3% del creci-
miento total del capital natural renovable.

En los segmentos no renovables, vemos como la ri-
queza debida al carbón y al gas natural han descendido 
a más de la mitad (un 80% y 58%, respectivamente), 
pero esta pérdida ha sido compensada con los incre-
mentos de riqueza no renovable asociada al petróleo 

y la minería. Concretamente, estos dos últimos sec-
tores han incrementado su valor hasta triplicarlo en el 
caso del petróleo y duplicarlo en el caso de la minería. 
En contexto, esto supone un aporte muy moderado al 
capital natural en España, al ser estos únicamente un 
0,29% y un 1,52%de su total.
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El cálculo del capital natural aporta información que, 
pertinentemente, complementa al PIB, pero es una 
medida que no puede usarse para hacer una compa-
rativa directa con él. Para ello, se requieren aproxima-
ciones que nos permitan cualificar alguno de sus tér-
minos, como las partidas de gasto público. Esto puede 
hacerse mediante la práctica del etiquetado climático 
presupuestario, que permite dar visibilidad a los efec-
tos del calentamiento climático. Este planteamiento 
consiste en establecer un proceso de «etiquetado» 
de los gastos públicos que refleje sus implicaciones 
en el ámbito que sea, siendo en este caso el climático. 
De este modo, se esclarecen los impactos climáticos 
de ciertas medidas y se pueden articular estrategias 
de gasto que prioricen acciones verdes. Para ponerlo 
en marcha, varias organizaciones multilaterales han 
propuesto herramientas que permiten llevar a cabo 
este tipo de ejercicios que ya se están implementado 
en algunos países, adaptado a la realidad de cada uno 
de ellos63. 

En el contexto actual de la lucha contra el cambio cli-
mático, la presupuestación verde, entendida como 
aquella que contempla una proporción mínima de me-
didas verdes bajo el etiquetado climático propuesto, se 
ha convertido en una herramienta fundamental para 
la planificación y asignación de recursos económicos. 
En este sentido, España ha dado un paso importan-
te al realizar su primer ejercicio de presupuestación 
verde para los Presupuestos Generales del Estado de 
2023, siguiendo las recomendaciones de la UE y el 
mandato de la LCCTE. La LCCTE establece un objetivo 
mínimo del 30% de los PGE alineados con el cambio 
climático y la transición energética para el año 2023. 
En este sentido, MITECO y MINHFP han definido una 
metodología que parte de las metas y objetivos ODS 
de la Agenda 2030, conjugándolos con los objetivos 
climáticos y medioambientales de la taxonomía euro-
pea y los campos de intervención definidos por el MRR 
en su metodología de seguimiento para la acción por 
el clima. Tras realizar un piloto con los PGE de 2022, 
España ha aplicado por primera vez esta metodología 
en nuestro país, con un resultado muy satisfactorio. 
En concreto, se ha destinado un 30,65% de los PGE de 
2023 a la lucha contra el cambio climático y la transi-
ción energética. Este porcentaje se ha alcanzado gra-

cias al alto grado de compromiso y dedicación de va-
rios departamentos, siendo el MITECO quien lidera la 
iniciativa al dedicar el 90,2% de su gasto computable 
a la mitigación y adaptación al cambio climático. Se-
guido de cerca por el MITMA, con un 82,4%, y el MCIN 
con un 48,5%.

De cara al sector privado, esta medida puede servir 
para informar sobre los potenciales efectos ex ante de 
la regulación sobre finanzas verdes o impactos de las 
modificaciones fiscales enfocadas a facilitar la tran-
sición verde,  tanto desde el lado del gasto como de la 
recaudación. En consonancia, este tipo de medidas fa-
cilita un mecanismo de integración de los objetivos de 
defensa de la biodiversidad, el mantenimiento de los 
ecosistemas o la transición energética también en el 
sector privado.

En cuanto a la utilidad en el diseño y la implementa-
ción de la política pública, la inclusión de los etique-
tados climáticos, en tándem con otras estrategias de 
gasto público, da un paso más hacia el establecimien-
to de un marco de acción verde para una ejecución del 
presupuesto más eficiente y especialmente orientado 
a paliar el cambio climático. Además, la medida va en 
línea con la reciente Ley de Evaluación de Políticas Pú-
blicas. Si bien la Ley aplica a la política pública en gene-
ral, haciendo énfasis en la dimensión presupuestaria, 
esta puede ser un área donde comenzar a realizar de 
forma regular, pública y armónica este tipo de análisis. 

Etiquetado climático presupuestario
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Los retos que presenta la crisis climática no han pasado 
desapercibidos para el Instituto Nacional de Estadísti-
ca (INE), que ya ha tomado pasos hacia la integración 
de más cuentas verdes entre su recopilación y publica-
ción regular. Bajo este marco, el INE ha hecho públicas 
algunas series históricas de cuentas medioambienta-
les, que cubren temas como ingresos medioambien-
tales, productividad material, gastos en conservación 
y gestión ambiental entre los años 2008 y 2021.  Se-
guir avanzando en esta línea, aumentando la extensión 
histórica y la diversidad de las series recogidas, permi-
tirá cubrir de forma más granular los recursos asocia-
dos a cada ecosistema y activos naturales disponibles. 
En el ámbito climático, este es un requisito importante, 
puesto que se necesitan series de gran extensión para 
capturar de forma significativa las pequeñas variacio-
nes que se van produciendo a lo largo del tiempo.

Sin embargo, extender estas series no es sencillo, 
puesto que la recolección de datos tiene algunas es-
pecificidades que complejizan el proceso. Por ejemplo, 
muchas veces los datos de cuentas ambientales exigen 
el uso de imágenes satélite y radar, así como la utiliza-
ción intensiva de herramientas de computación y aná-
lisis. Además, deben armonizarse previamente antes 
de su publicación final. Todas estas tareas van más allá 
del trabajo habitual con variables que requiere la publi-
cación de otras estadísticas, lo cual dificulta la incorpo-
ración de su tratamiento en las agencias nacionales, al 
menos de forma inmediata. 
Por ello, y dado el gran margen de mejora, sería reco-
mendable trabajar en la elaboración de experiencias 
piloto que permitan ampliar el conjunto de las cuentas 
medioambientales existentes, así como incrementar 
la generación de estimaciones para asegurar que no 
exista un retraso severo en la publicación de estadísti-
cas medioambientales. En esta misma línea, deberían 
ajustarse los cálculos para cubrir aquellos aspectos es-
pecialmente vinculados a la actividad económica espa-
ñola, como pueden ser los indicadores de los ecosiste-
mas pesqueros o el mantenimiento de la biodiversidad. 

Para que la puesta en marcha de esta metodología se 
de en España de forma eficiente, mejorando nuestra 

capacidad estadística y el uso de las informaciones ob-
tenidas para la toma de decisiones, se debería insistir 
en: 

Mejorar las capacidades del INE para la realización 
de estadísticas medioambientales. Esto permitiría 
alcanzar coberturas más extensas y frecuentes que 
permitan el estudio pormenorizado de nuestros 
activos naturales, así como la vinculación de su im-
pacto económico de forma localizada.

Crear y promover experiencias piloto de medición 
estadística en el INE. Estos programas estarían en-
focados en poder cumplir los estándares interna-
cionales en este tipo de medidas medioambienta-
les.

Estimar mediante estos cálculos, y sirviéndose de 
indicadores sistemáticos, los impactos del cambio 
climático a nuestros activos y ecosistemas natura-
les. Además, esto permitiría conocer el consecuente 
efecto de su degradación sobre las actividades pro-
ductivas en España, tales como el turismo o la agri-
cultura.

Ahondar en las prácticas de etiquetado climáti-
co presupuestario. Esta aproximación facilitaría  la 
priorización de aquellos gastos en políticas climáti-
cas que muestren más impacto, además de su vin-
culación a un impacto cuantificable revisado de for-
ma periódica. 

Con esta puesta a punto, se podrán recoger y publicar 
datos que tienen el potencial de proveer a las diferen-
tes partes interesadas de información de interés a la 
hora de la toma de decisiones. Así, pueden estar al ser-
vicio del diseño de la política pública de conservación 
y adaptación, y también pueden resultar informativas 
para las partes afectadas a nivel local, que podrán pre-
pararse en función de la variación de los datos. A nivel 
más general, permitiría dimensionar la presencia de 
riesgos cuantificables debidos al cambio climático de 
manera más regular, visibilizando a su vez los impactos 
económicos de manera tangible.

Recomendaciones: 
hacia un avance estadístico en España
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Aunque el PIB ha sido el indicador económico prin-
cipal durante décadas, sus limitaciones son cada vez 
más evidentes. El PIB no tiene en cuenta factores 
importantes como el impacto medioambiental de la 
actividad económica, la distribución de la renta o la 
desigualdad. Por ende, el crecimiento del PIB no se 
traduce necesariamente en una mejora del bienestar 
de la mayoría de la población, sino que con él pueden 
coexistir la desigualdad, la pobreza y la degradación 
medioambiental. Por lo tanto, se necesita un con-
junto más completo de indicadores económicos que 
capturen estas facetas sociales,  con el fin de medir el 
progreso con precisión y poder orientar las decisiones 
políticas.

Este informe se ha centrado en dos de los retos más 
acuciantes a los que se enfrentan nuestras sociedades: 
el aumento de la desigualdad y la urgencia del cambio 
climático. Hemos visto que el PIB no capta adecua-
damente cómo se distribuye la actividad económica 
entre los distintos segmentos de la población y cómo 
el crecimiento del PIB puede ocultar una desigualdad 
creciente. Por otro lado, el PIB no tiene en cuenta el 
impacto medioambiental de la actividad económica, 
lo que es especialmente relevante en el contexto de la 
crisis climática.

El auge de la desigualdad económica es una de las 
principales causas del malestar social en la actualidad. 
Sin embargo, la manera convencional de medir el PIB 
no tiene en cuenta la distribución del ingreso y la ri-
queza. Esto se debe a que el objetivo original del PIB no 
era medir la desigualdad, sino servir como herramien-
ta de medición de la producción económica de Estados 
Unidos. En el momento de su planteamiento, el creci-
miento económico estaba igualitariamente distribui-
do, de modo  que el PIB sí constituía una buena medida 
del bienestar económico de la mayoría de la sociedad. 
Sin embargo, desde la década de 1980, el crecimiento 
del PIB se ha vuelto cada vez más desigual. Por lo tan-
to, es necesario complementar el PIB con indicadores 
que midan la distribución del ingreso y la riqueza, así 
como el bienestar económico en términos de salud, 
educación, seguridad y felicidad. En el caso de España, 
el estudio de cómo ha evolucionado la desigualdad en 
el país es imprescindible para poder proponer medidas 
para atajarla.

En España, durante las últimas cuatro décadas la ma-
yoría de la población ha experimentado un crecimien-

to económico muy parecido a la media, especialmente 
en la parte central de la distribución. Sin embargo, la 
riqueza de los grupos más privilegiados económica-
mente, como el 0,01% más rico, ha crecido sustan-
cialmente en este mismo periodo de tiempo, casi tri-
plicando el crecimiento económico experimentado 
por la mayoría de la sociedad. Así, mientras que en las 
últimas décadas del siglo XX todos los percentiles de la 
distribución disfrutaron de un crecimiento medio po-
sitivo, desde los percentiles más bajos hasta el 0,001% 
más rico, en las dos primeras décadas del siglo XXI la 
economía española ha evolucionado hacia un nuevo 
paradigma de crecimiento desigualmente distribuido.

Medir el crecimiento económico desigual es crucial, ya 
que la falta de información sobre la distribución de in-
gresos y riquezas a lo largo del tiempo limita la capaci-
dad de los responsables políticos para diseñar medidas 
eficaces y ayudar a los grupos de renta más vulnera-
bles. Actualmente, las estadísticas macroeconómicas 
no están desglosadas por nivel de renta y los datos 
más precisos y frecuentes se publican anualmente, lo 
que dificulta el seguimiento y análisis en tiempo real 
de la desigualdad.

En este contexto, un proyecto innovador llamado 
«Real-Time Inequality» busca incorporar la des-
igualdad económica en la construcción del PIB. Los 
economistas Gabriel Zucman, Emmanuel Saez y Tho-
mas Blanchet desarrollaron esta metodología combi-
nando la información de fuentes públicas de datos de 
alta frecuencia para estimar el crecimiento económico 
por grupos de renta, raza y género de manera cohe-
rente con las cuentas nacionales. Esto permite hacer 
un seguimiento en tiempo real de los impactos distri-
butivos de las políticas públicas en cada fase del ciclo 
económico y desempeña un papel fundamental a la 
hora de orientar las políticas de estabilización en pe-
ríodos de crisis.

Estas estadísticas de crecimiento distributivo en 
tiempo real pueden usarse para analizar si las políticas 
públicas están ayudando a los grupos que más pier-
den durante los ciclos recesivos y asegurarse de que 
los grupos de bajos ingresos se beneficien de un cre-
cimiento económico positivo. La precisión mensual de 
dichos datos macroeconómicos se ilustra en la Figura 
1.6, que muestra la tasa de crecimiento del ingreso real 
entre febrero y marzo de 2022 para varios grupos de 
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renta en Estados Unidos. Por tanto, esta aproximación 
permite un seguimiento en tiempo real de la desigual-
dad.
Junto con ello, se propone complementar el análi-
sis distributivo del crecimiento económico en España 
mediante la inclusión de indicadores que comple-
menten el PIB. Se sugiere usar el Índice de Desarrollo 
Humano (IDH) para evaluar el impacto del crecimiento 
económico en el bienestar de la población, así como el 
Índice de Progreso Genuino (IPG), que mide aspectos 
más amplios del bienestar humano como la salud, la 
educación, la igualdad social y la sostenibilidad am-
biental.

En lo relativo al cambio climático, las cuentas 
medioambientales satélite del SEEA-EA ofrecen mé-
tricas bien estructuradas que pueden complemen-
tar la ausencia de un PIB verde aplicado mediante un 
sistema estadístico más extenso cubriendo aspectos 
ambientales. Este sistema, dedicado a medir los eco-
sistemas, puede arrojar luz sobre el tipo de utilidad que 
se busca crear con el PIB verde de forma más localiza-
da. El SEEA-EA facilita una taxonomía tentativa para 
convertir parte de las métricas físicas, que están aso-
ciadas a los ecosistemas, en métricas monetarias, que 
permitan una comparación con otras medidas mone-
tarias más tradicionales. En conjunto, este abordaje 
permite identificar cuál es el estado del ecosistema, 
asociar este a este sus servicios provistos y agregar es-
tos cálculos en una cuenta común. 

Por otra parte, el cálculo del capital natural, que mide 
el valor de los activos naturales de un país, puede pro-
porcionar una visión de pájaro sobre la variación inte-
ranual. El crecimiento del capital natural en España se 
ha impulsado principalmente por los cultivos y los ser-
vicios forestales. Aunque la contribución del petróleo 
y la minería ha aumentado, su aporte es moderado en 
comparación con otros componentes. Integrar el ca-
pital natural en la contabilidad nacional permitiría una 
evaluación más completa de la economía y su soste-
nibilidad.

Además de todo lo anterior, el etiquetado climáti-
co presupuestario es una práctica fundamental para 
cualificar las partidas de gasto público y dar visibili-
dad a los efectos del cambio climático. Su aplicación 
en medidas de carácter verde puede ayudar a dotar de 
un acervo climático a las medidas que se toman invo-

lucrando gasto público y que están incluidas dentro 
de las cuentas tradicionales del PIB. Esta medida pue-
de orientar un marco de acción verde que, en tándem 
con otras estrategias de gasto público, permitiría una 
ejecución más eficiente del presupuesto orientado a 
paliar el cambio climático. Además, incluir estos eti-
quetados climáticos permite efectuar análisis sobre 
las políticas aplicadas en general, haciendo énfasis en 
la dimensión presupuestaria. También puede arrojar 
luz sobre los potenciales efectos de regulación sobre 
finanzas verdes o la repercusión de las modificacio-
nes fiscales enfocadas en facilitar la transición verde 
en el sector privado. En resumen, el etiquetado cli-
mático presupuestario permite integrar los objetivos 
de defensa de la biodiversidad, el mantenimiento de 
los ecosistemas y la transición energética con el sec-
tor público y privado, mejorando así la planificación y 
asignación de recursos económicos.

El INE ha dado pasos para integrar cuentas medioam-
bientales en su recopilación, pero aún queda mucho 
por hacer en su vinculación a actividades económicas. 
Se recomienda mejorar las capacidades del INE para 
elaborar estadísticas medioambientales más deta-
lladas y frecuentes, fijar estándares internacionales 
en este tipo de medidas y calcular los impactos del 
cambio climático en nuestros activos naturales. Tam-
bién se sugiere ahondar en las prácticas de etiquetado 
climático presupuestario para priorizar los gastos en 
políticas climáticas que tengan un impacto cuantifi-
cable. Es necesario incrementar la cobertura temporal 
y la frecuencia de actualización de estas cuentas para 
capturar fenómenos estacionales y poder identifi-
car problemas que afecten a la fiabilidad de los datos 
publicados. En conjunto, estos datos permitirán a las 
diferentes partes implicadas integrarlos en sus de-
cisiones y diseñar mejores políticas públicas de con-
servación o adaptación. Además, ayudarán a dimen-
sionar la presencia de riesgos cuantificables debido al 
cambio climático de manera más regular y tangible, y a 
preparar a las partes afectadas localmente. 

Los medidores económicos son herramientas esen-
ciales para entender nuestra realidad pero, de manera 
más importante, también para transformarla. La in-
corporación de estos medidores a cómo entendemos 
el crecimiento económico nos permitiría avanzar ha-
cia un desarrollo más justo, inclusivo y sostenible.
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